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INTRODUCCIÓN

T al y como ha ocurrido en el contexto internacional, la discu-

sión del aborto en México representa un tema que ha trasto-

cado en las últimas décadas el debate público en cuanto a su 

regulación, naturaleza y alcance en nuestro sistema jurídico.  

Se trata de un fenómeno social amplio, cuya complejidad debe ser 

analizada y discutida desde diferentes perspectivas multidisciplinarias.

En el caso mexicano, es evidente que la evolución del aborto no ha 

quedado exenta de transitar por un largo y complejo itinerario jurídico, 

legislativo y judicial. Esta discusión aún permanece inacabada, si consi-

deramos el papel protagónico que alcanzaron los derechos humanos 

y su interpretación en el sistema jurídico mexicano, especialmente a 

partir de la reforma constitucional de junio de 2011.

A diez años de las reformas al Código Penal del Distrito Federal 

de abril de 2007, que permitieron la despenalización del aborto en la 

Ciudad de México hasta la décimo segunda semana de gestación, así 

como la implementación del denominado programa para la “Interrup-

ción Legal del Embarazo” (ILE), resulta necesario realizar un balance que 

nos permita evaluar las implicaciones prácticas que se han desprendi-

do a partir de su implementación.

Durante el transcurso de esta última década, debe reconocerse 

que el problema del aborto se ha ido desvirtuando progresivamente 

en lo esencial, convirtiéndose hoy por hoy en una plataforma ideal para 

la defensa de postulados ideológicos y agendas particulares irreducti-

bles, en contraste con lo que implica poner en el centro del debate a 

la tutela efectiva de derechos humanos primordiales, como lo son el 

derecho a la vida de los no nacidos y la salud y bienestar de las mujeres 

embarazadas.
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En este contexto se presenta el informe Aborto: la política de un 

Estado claudicante, documento de análisis que recapitula los aconte-

cimientos más relevantes de los últimos 25 años sobre el aborto en 

México, haciendo un recorrido exhaustivo sobre las normas vigentes 

en nuestro país y abordando, desde una perspectiva crítica, lo que ha 

representado esta práctica en la Ciudad de México. 

Desde esta lógica, el informe realiza una descripción y valoración 

del estatus actual de los principales argumentos que fueron utilizados 

por quienes apoyaron las reformas en esta materia en 2007, así como 

la creación del programa ILE visto a la luz de datos duros respecto a la 

incidencia, reincidencia y mortalidad de mujeres que han vivido un 

aborto inducido en esta ciudad.

A partir de la narrativa que propone el documento, el lector com-

prenderá la problemática y tendrá una nueva visión para abordar el 

fenómeno del aborto: desde una perspectiva integral en favor de la 

salud de las mujeres embarazadas en situación de vulnerabilidad, y 

desde el valor que tiene la vida humana en nuestra sociedad.

Aborto: la política de un Estado claudicante es resultado de un  

esfuerzo por ofrecer una visión sistémica del tema, a partir de las apor-

taciones de un grupo multidisciplinario de especialistas, quienes duran-

te la última década, y desde muy diversas ópticas, se han dedicado a  

demostrar las inconsistencias de fondo que persisten en el estudio del 

tema, simbolizadas en la debilidad de un Estado que, a través de polí-

ticas públicas coyunturales y reactivas, simplemente ha renunciado a 

su obligación institucional de atender y resolver los problemas estruc-

turales que enfrentan miles de mujeres embarazadas en la Ciudad de 

México y en el país.







CAPÍTULO 1 

Antecedentes del aborto en México

Cándido Pérez Hernández *

E n el presente capítulo se hace un recuento de algunos de los 

principales hechos históricos que han definido el rumbo del 

tema del aborto en México. El objetivo no es hacer una enume-

ración exhaustiva de acontecimientos, pues para tal fin existe 

sobrada literatura —como se podrá ver en el listado de referencias—. 

Más bien, se pretende mostrar una secuencia de hechos que subrayen, 

a propósito y a juicio del autor, ciertos elementos de relevancia. 

Una motivación adicional para la realización de este capítulo ha 

sido adoptar una mirada neutral con respecto a la que se observa en  

la amplia bibliografía que existe sobre el tema. En la mayoría hay una 

clara deficiencia en la elección de los hechos que son registrados, la 

forma en la que son descritos y los actores que intervienen. Un ele-

mento común es que las acciones de los denominados grupos “pro-

vida” suelen ser ignoradas, relativizadas o relatadas desde una visión 

antagonista.

En la presente descripción se integran actores relevantes y acciones 

clave en el desarrollo histórico del tema. Para ello, se hizo una amplia 

revisión interdisciplinaria de fuentes, tanto primarias como secundarias, 

* Cándido Pérez Hernández. Doctorando en Gestión Estratégica y Políticas de Desarrollo, 
Universidad Anáhuac México.
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que pudieran aportar información trascendente. Por tal motivo, se re-

cogió información de entrevistas directas, notas periodísticas, artículos 

académicos y sitios web, entre otros muchos.

Para este capítulo se ha tratado de resumir el cúmulo de informa-

ción obtenida, lo que no excluye la posibilidad de pasar por alto algún  

hecho que para otros resulte relevante. Sin embargo, como se men-

cionó, no es objetivo de este texto mostrar una puntual relatoría y se 

asume el error de omisión.

DE LOS INICIOS AL PRESENTE

Las primeras menciones respecto al aborto en el contexto nacional 

pueden situarse en el Código Penal de 1871, en el cual se sancionaba el 

aborto consentido, procurado y sufrido, y lo definía como la extracción 

del producto o su expulsión provocada en cualquier momento del  

embarazo, sin que hubiera necesidad de ello; contemplaba penas  

de hasta dos años y consideraba dos causas de excepción: peligro de 

vida de la madre y el que el aborto ocurriera sólo por la culpa de ésta.

Durante tales años existía poco interés de la opinión pública en el 

tema. Sin embargo, esto comienza a cambiar hacia finales de los años 

veinte. El Código Penal de 1929 incorpora una nueva definición de abor-

to que sentó las bases para un nuevo discurso. Se definió como “la ex-

tracción del producto de la concepción o a su expulsión provocada por 

cualquier medio, sea cual fuere la época de la preñez, con objeto de  

interrumpir la vida del producto” (Código Penal, 1929). Ya no se alude a  

la muerte del producto de la concepción sino a la interrupción de su 

vida (Barrón, Nájera, 2003; Islas de González, 2008). Aunque se realiza-

ron otras reformas, esta podría ser una de las más importantes por las 

repercusiones futuras en el lenguaje. Paralelamente, los movimientos 

feministas, que desde la década anterior incorporan en diversos postu-

lados temas relacionados con la sexualidad y la reproducción, toman 

cierto protagonismo respecto al aborto.

Por otra parte, se crea el Comité Nacional Provida (1923) con al-

rededor de 50 organizaciones cívicas y religiosas con el objetivo de 



Capítulo 1 · Antecedentes del aborto en México 17

proteger la vida en cualquiera de sus etapas (Comité Nacional Provida, 

2004; Barrón, Nájera, 2003). A finales de los años veinte y durante la 

década siguiente, dicho Comité organiza marchas nacionales y mani-

fiesta su preocupación por los millones de abortos que ocurren en 

México (Serrano, J., comunicación personal, marzo 2010; El Universal, 

28 de agosto de 1983).

De manera paralela, aislados y con poca fuerza, surgen grupos fe-

ministas que tienen como primer argumento la despenalización del 

aborto (controlado y regulado por el Estado). Realizan la primera mar-

cha por esta causa con poco éxito (1935), promoviéndola durante los 

tres primeros meses de gestación. El discurso de estos grupos se enfoca 

en las causas económicas y sociales que justifican su postura. Para ha-

cer mayor eco, realizan una serie de ponencias con figuras como Ofelia 

Domínguez y Matilda Rodríguez. Sin embargo, el frente común que se 

pretendió no logra consolidarse, pues existieron marcadas diferencias 

y el movimiento perdió fuerza (Barrón, Nájera, 2003). 

Durante al menos dos décadas el tema no tuvo mayor relevancia 

en la agenda pública. Es hasta los años sesenta que resurge, principal-

mente por efecto del auge feminista internacional y sus repercusiones 

en los movimientos feministas nacionales.

En 1965 aparece la primer asociación en México públicamente 

afiliada a International Planned Parenthood Federation (IPPF): llamada 

Fundación para Estudios de la Población (FEPAC). Disponía de recursos 

provistos por IPPF y otras organizaciones extranjeras como las fundacio-

nes Ford y Rockefeller y el Population Council (García, 2014).

Para 1970 existe ya una inmensa presencia pública de varios grupos 

que argumentaban a favor de lo que denominaron como “materni-

dad voluntaria” (que implicaba el aborto), lo cual se evidencia con las 

conferencias feministas realizadas en 1972, 1973 y 1974. Por estos años 

se unen seis grupos feministas en la Coalición de Mujeres Feministas. 

Por acuerdo, los tres requisitos para formar parte de la Coalición eran: 

luchar por el “derecho a la maternidad voluntaria”, defender la libre 

opción sexual y estar en contra de la violencia hacia las mujeres. Hacia 

finales de los setenta se formó también el Frente Nacional de Lucha 

por la Liberación y los Derechos de las Mujeres (FNLIDM). Estos grupos 
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tendrían importante peso para el activismo de la época y de los años 

siguientes (Lamas, 2003).

Al estilo de los años treinta y con el objetivo de posicionar el tema 

como un problema social, se retoma el argumento de que eran las 

mujeres pobres quienes abortaban en mayor número. Por otra parte, el 

feminismo en esos años fue acusado por el entonces Partido Comunis-

ta Mexicano de ser un movimiento que defendía intereses extranjeros. 

Años más tarde, el partido cambiaría su postura y se convertiría en un 

importante aliado político (Lamas, 1992). 

En 1974, durante el gobierno de Echeverría, se reforma el artículo 

4º constitucional, que otorga libertad para decidir de manera libre, 

responsable e informada el número y espaciamiento de los hijos; es 

decir, hace especial énfasis en la planificación familiar y el control natal. 

También se crea el Grupo Interdisciplinario para el Estudio del Aborto 

en México (GIEA), por lo que entra en la agenda del Ejecutivo Federal el 

interés en el tema, a la luz del control poblacional y del recién creado 

Consejo Nacional de Población (CONAPO) (Scavone, 1999).

Ambas acciones fortalecen a varios grupos feministas unidos en el 

FNLIDM y la Coalición de Mujeres Feministas, hasta lograr que el Partido 

Comunista Mexicano acepte presentar una propuesta de despenaliza-

ción del aborto, argumentando que su acceso libre y gratuito salvaría 

la vida de muchas mujeres pobres. Este partido se adueña de la pro-

puesta que, sin embargo, es posteriormente rechazada (Lamas, 2009).

A la par de estos acontecimientos, en 1978 surge Provida, cohe-

sionando a alrededor de 30 grupos —algunos cercanos a la Iglesia 

Católica y otros civiles— en la misma línea de pensamiento. En 1982 

se realiza la primera marcha provida, la cual pone de manifiesto la 

cantidad de ciudadanos y grupos en contra del aborto (Ramírez, 23 

de marzo de 2007).

En 1983, coincidiendo con la desaparición del FNLIDM, el movimien-

to de oposición al aborto encabezado por la Iglesia Católica y con el 

apoyo del Partido Acción Nacional (PAN), hace frente a las propuestas 

de despenalización que habían sido planteadas como un intento de 

“renovación moral” del Código Penal. Los esfuerzos del PAN y el auge 

que tomaría el movimiento provida a finales de los 80 logran detener el 
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avance de esta reforma, la cual quedaría congelada hasta finales de 1989 

y luego sería retomada por el gobierno salinista (Barrón, Nájera, 2003).

En unión con la Iglesia, surgen varias organizaciones afines, que 

aunque no forman un “frente” a semejanza de los grupos “proaborto” 

de los 70 y 80, sí logran hacer sentir su presencia en 1984 a través de 

una manifestación de 15 mil personas de 30 distintas organizaciones 

provida de varios estados de la república, efectuada frente a la Secre-

taría de Relaciones Exteriores (SRE), donde se protestó en contra de la 

Conferencia Internacional sobre la Población y el Desarrollo (CIPD) rea-

lizada en México. Al siguiente año se realizan las primeras Conferencias 

y Congresos provida —nacionales e internacionales, respectivamente—, 

las cuales no tuvieron mayor repercusión (Serrano, J; El Universal, 28 de 

agosto de 1983).1

En el plano internacional, es en ese mismo año que el presidente 

estadounidense Ronald Reagan prohíbe el uso de fondos para pro-

gramas de aborto en el extranjero. La prohibición es llamada Política 

de la Ciudad de México (Lamas, 2009). Esta medida tiene importantes 

repercusiones para el financiamiento de organizaciones proaborto en 

países como el nuestro.

Asimismo, Human Life International se une con el Comité Provida a 

través de la organización Vida Humana (que funge como “coordinado-

ra” de 140 organizaciones en 23 Estados). Ello sumado a la descalifica-

ción de entidades como CONAPO y las denuncias contra organizaciones 

extranjeras, como la Fundación Rockefeller, por financiar abortos (Vida 

Humana Internacional, 2011).

Durante los años noventa, el estado de Chiapas tuvo gran protago-

nismo por una propuesta de ley que buscaba adicionar a las causales 

no penalizadas de aborto razones de planificación familiar con el con-

sentimiento de la pareja, así como razones económicas en el caso de 

las madres solteras. La propuesta no se aprobó debido a la oposición 

del PAN y su coalición con los obispos en esa entidad; los grupos pro-

vida comienzan a introducir el argumento de la sensibilidad acústica 

1 Diario Ovaciones del 26 de Julio de 1984; El Universal, 12 de agosto de 
1984.
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del feto desde las primeras semanas de gestación, dato que repercute 

en la opinión pública y que contribuyó a frenar este y otros avances de 

grupos proaborto durante esta década (Barrón, Nájera, 2003; Barranco, 

10 de septiembre de 1998).

En 2004 tiene lugar el golpe más fuerte para los grupos provida: 

Jorge Serrano Limón, dirigente del Comité Nacional Provida, es denun-

ciado por malversación de fondos en una campaña de desprestigio 

instrumentada por grupos proaborto, figuras públicas e integrantes 

de algunos partidos políticos. Las consecuencias de esta acción se hi-

cieron visibles en los daños a las instalaciones de la institución, y en  

el retiro de fondos y patrocinios (Equidad de Género, s/f). La visita del 

Papa logra amortiguar la campaña en contra del Comité Provida y de 

la Iglesia Católica (Lamas, 2009). 

Años antes, entre 1996 y 1997, el Partido de la Revolución Demo-

crática (PRD) y el Partido del Trabajo (PT) adoptaron formalmente en su 

plataforma la despenalización del aborto, “a favor” de la salud y la pre-

vención de la mortalidad materna como parte del efecto de conferen-

cias internacionales, particularmente la Conferencia sobre las Mujeres 

en Beijing en 1995 (Lamas, 2009). Esto inició una nueva alianza de los 

grupos proaborto, que daría sus frutos unos años más tarde.

La utilización de un caso emblemático que sirvió como modelo a 

seguir, contribuyó a cambiar la percepción del tema drásticamente en 

la opinión pública. El caso “Paulina” (1999) es el de una adolescente a  

quien las autoridades no le permitieron abortar después de quedar 

embarazada como resultado de una violación. Las organizaciones Alaí-

de Foppa, Epikeia y el Centro por los Derechos Reproductivos (CDR) 

asumieron la representación legal y presentaron una queja ante la Co-

misión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). En el 2000 Paulina 

dio a luz. En 2005, a instancias de la Comisión Interamericana de los 

Derechos Humanos, el gobierno de Baja California realizó un “Pronun-

ciamiento Público de Responsabilidad”, y es hasta 2006 cuando el caso 

quedó cerrado mediante una solución amistosa entre las partes: se 

otorgó una compensación económica para Paulina (Informe Nº 21/07, 

2007) y algunas ayudas (becas, despensa). 
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La referencia constante a la despenalización del aborto se cristaliza 

en la aprobación de la Ley Robles en el año 2000, la cual permitió el 

aborto por malformación y por inseminación no consentida, además 

de facilitar el acceso al aborto por violación (Decreto por el que se 

reforman y adicionan diversas disposiciones del Código Penal para el 

Distrito Federal y del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

Federal, 2000). 

Fruto del enorme avance proaborto en gran cantidad de espacios 

públicos, la descalificación del Comité Provida a través de su dirigente, 

la pérdida de patrocinios y el separatismo de los grupos provida, la 

Asamblea Legislativa del entonces Distrito Federal aprueba en abril de 

2007 la despenalización del aborto, redefiniéndolo como “Interrup-

ción Legal del Embarazo” durante las doce primeras semanas de la 

gestación. Comienza así la realización de abortos en instituciones de 

la Secretaría de Salud del DF y en clínicas particulares.

El movimiento provida realiza esfuerzos reactivos para detener el 

avance e impacto de esta ley. Se organizan marchas de protesta, se 

apoya una acción de inconstitucionalidad contra la ley del DF y se busca 

blindar a las leyes estatales a través de la protección de la vida desde el 

momento de la concepción.2 

En los estados se hace evidente la presencia de líderes provida y 

las movilizaciones sociales como reacción a lo ocurrido en la Ciudad 

de México. Para finales del 2010 suman 18 los estados que habían refor-

mado sus constituciones locales. Grupos proaborto buscan impugnar 

el avance provida en las entidades federativas, principalmente a través 

de recursos de inconstitucionalidad presentados por municipios (La 

Jornada, 30 abril 2013); también refuerzan el cabildeo en los congresos 

estatales no reformados. Como resultado, en 2010 Michoacán se con-

vierte en el primer estado en rechazar la iniciativa que protege la vida 

desde el momento de la concepción (Corresponsalía, El Universal, 17 de  

marzo de 2010). 

2 Estos recursos se abordarán ampliamente en el Capítulo 2.
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Finalmente, se observa que la tendencia en los últimos años por 

parte de los grupos proaborto es la judicialización y mediatización de 

casos, como un recurso paralelo a los esfuerzos legislativos. Por ejem-

plo, se han hecho visibles casos de aborto penalizados por los Tribu-

nales Superiores de Justicia estatales, con sentencias carcelarias que 

van desde los 5 hasta superar los 20 años de prisión, en los cuales se 

mezcla, a la luz de la opinión pública, la pena de aborto con las penas 

propias del delito de homicidio agravado por razón de parentesco. El 

tratamiento mediático de dichos casos tiene como objetivo abonar a 

la sensibilización del tema.  

A esta estrategia se ha sumado la intervención de organismos in-

ternacionales como la Red Iberoamericana Pro Derechos Humanos  

y la Comisión Internacional de los Derechos Humanos, quienes exigen 

la liberación de las mujeres que se encuentran como víctimas de esas 

circunstancias.

CONCLUSIONES

La trayectoria histórica nos permite observar que existen importantes 

esfuerzos y logros en las acciones de grupos proaborto. Sin embargo, 

en los últimos años se visibiliza un mayor contrapeso, ya no desde los 

actores tradicionalmente provida, sino desde la sociedad civil, princi-

palmente de los estados que han logrado resultados muy relevantes 

en un espacio de tiempo muy corto.

El activismo proaborto se ha visto mayormente beneficiado del 

contacto, vinculación y presión del activismo internacional; el finan-

ciamiento internacional es uno de los puntos clave en este sentido. 

Por otro lado, el activismo provida, salvo en casos excepcionales, no 

posee importantes vínculos, aliados formales, líneas de trabajo ni finan-

ciamiento internacional.

Los grupos proaborto han encontrado un mayor número de ámbi-

tos desde los cuales conjuntarse, y han logrado formar algunos frentes,  

aunque por periodos no muy prolongados. Asimismo, han tenido cla-

ros íconos y liderazgos. Por parte de los grupos provida se observan 



Capítulo 1 · Antecedentes del aborto en México 23

algunas coaliciones que no se han hecho patentes. El liderazgo provida 

es menos visible, hacia los últimos años es más bien a nivel estatal.

Diversos mensajes clave, como “interrupción del embarazo”, “de-

cidir sobre el cuerpo”, “el aborto seguro” y “maternidad voluntaria”, se 

han consolidado a través del tiempo como resultado de un fuerte po-

sicionamiento mediático a través de la repetición de los mismos y de su 

uso en casos judiciales. La sociedad civil, en general, los ha adoptado.

Se observa mayor experiencia, insistencia e institucionalidad en los 

objetivos del activismo proaborto, por lo que se puede hablar de una 

agenda. Las acciones provida suelen tener un accionar coyuntural, y no 

se detectó una agenda. Sin embargo, la incorporación de nuevos ros-

tros de la sociedad civil dentro de grupos provida comienza a reflejarse 

en sus discursos y argumentaciones. El discurso tradicional proaborto 

comienza a parecer viejo y repetitivo.

La realización de conferencias mundiales sobre temas como po-

blación y mujer han servido a los grupos proaborto para visualizar 

líneas de acción y planes de trabajo. Asimismo, han servido para le-

gitimar su accionar. El principal efecto de la internacionalización del 

tema fue la incorporación del mismo en la agenda política del país. Los 

grupos provida han tenido una incorporación menos evidente en tales 

conferencias; sin embargo, se advierte una presencia clara, particular-

mente en los últimos años.
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CAPÍTULO 2

Análisis de las normas y sentencias 
relacionadas con el aborto en México 

durante los últimos 25 años

Marcelo Bartolini Esparza* · Nicolás Alarcón Loayza**

H aciendo una revisión de los últimos veinticinco años de 

la historia de nuestro país, podemos encontrar una serie  

de actos, ya sean éstos del poder ejecutivo, legislativo o ju-

dicial, que han contribuido en mayor o menor medida a un 

profundo cambio cultural, el cual tiende a menospreciar el derecho a 

la vida de los niños por nacer, y a despenalizar gradualmente el delito 

de aborto para reclamarlo como un presunto derecho de las mujeres.

LA NORMA OFICIAL MEXICANA NOM-007-SSA2-1993

Uno de los primeros casos en tal sentido consistió en la emisión de 

la Norma Oficial Mexicana NOM-007-SSA2-1993: Atención de la mujer 

durante el embarazo, parto y puerperio y del recién nacido. Criterios 

* Marcelo Bartolini Esparza. Licenciado en Derecho por la Universidad La Salle.
** Nicolás Alarcón Loayza. Licenciando en Derecho por la Universidad Católica San Pablo.
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y procedimientos para la prestación del servicio, que se publicó en el 

Diario Oficial de la Federación el 6 de enero de 1995.

En dicha norma, la Secretaría de Salud desconoció todo lo previsto 

en el Código Penal Federal y los Códigos Penales de los estados y la 

Ciudad de México en materia de aborto y creó su propia definición al 

margen de la ley, para entenderla en su numeral 4.6 como la expulsión 

del producto de la concepción de menos de 500 gramos de peso o 

hasta 20 semanas de gestación (NOM-007-SSA2-1993, 1995).

Lo anterior se estableció sin mostrar la menor preocupación por 

invadir la competencia del poder legislativo para definir esa conducta, 

la franca contradicción que ocasiona frente a normas de mayor jerar-

quía jurídica o la confusión que puede generar en los destinatarios de 

dicha Norma Oficial Mexicana, que resulta de observancia obligatoria 

para todo el personal de salud de los sectores público, privado y social 

a nivel nacional, que brindan atención a mujeres embarazadas, partu-

rientas, puérperas y a los recién nacidos. 

EL CASO PAULINA

Paulina del Carmen Ramírez Jacinto tenía catorce años de edad cuando 

quedó embarazada a causa de la violación que sufrió en su domicilio, 

ubicado en el estado de Baja California, el 31 de julio de 1999. Luego 

de la denuncia y habiéndose verificado el embarazo, buscó acceder al 

aborto con ayuda de su madre.

Paulina y su madre sostuvieron que cuando acudieron al Ministerio 

Público para solicitar la autorización requerida, primero se rehusaron a 

darles la autorización y luego, en el hospital del sector público recibie-

ron excusas, sufrieron maltrato y le entregaron a la madre información 

sesgada e inexacta para infundirle miedo. 

El caso nunca recibió un informe por parte de la Comisión Inte-

ramericana de Derechos Humanos, pero constituyó el primer litigio 

estratégico para la despenalización gradual del aborto en nuestro país.

Finalmente, las partes suscribieron un acuerdo de solución amis-

tosa en el que México se obligó a realizar una serie de compensaciones 
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a favor de Paulina para resarcirle los daños y gastos sufridos (Informe 

Nº 21/07, 2007).

Además, el Gobierno del Estado de Baja California hizo un reco-

nocimiento público de responsabilidad que se publicó en dos perió-

dicos de circulación local y en el periódico oficial del estado; y asumió  

los siguientes compromisos: (i) impulsar una propuesta legislativa de las  

organizaciones que representaron a Paulina y su madre, ante el Con-

greso del Estado; (ii) reformar el artículo 79 del Reglamento de la Ley 

Orgánica de la Procuraduría General de Justicia; (iii) que la Secretaría 

de Salud emitiera una Circular; y (iv) calendarizar los cursos de capa-

citación que llevarían a cabo las organizaciones que representaron a 

Paulina y su madre (P-161/02, 2005).

Por su parte, el gobierno federal asumió los siguientes compromi-

sos: (i) realizar una encuesta nacional con representatividad estatal para 

evaluar la aplicación de la Norma Oficial Mexicana NOM-190-SSA1-1999. 

Prestación de servicios de salud. Criterios para la atención médica de la 

violencia familiar, así como el avance en la instrumentación del Progra-

ma Nacional de Prevención y Atención a la Violencia Familiar, Sexual y 

contra las Mujeres; (ii) actualizar la mencionada Norma Oficial Mexicana, 

para ampliar su objetivo y ámbito de aplicación e incluir explícitamente 

el abordaje a la violencia sexual que ocurre fuera del contexto familiar, 

conforme al anteproyecto de las organizaciones que representaron a 

Paulina y su madre; (iii) que la Secretaría de Salud federal entregara un 

comunicado a todos los Sistemas Estatales de Salud y otras entidades 

del sector, con el propósito de fortalecer la garantía de no repetición de  

violaciones al que llamaron “derecho de las mujeres a la interrupción le-

gal del embarazo”; y (iv) que el Centro Nacional de Equidad de Género y 

Salud Reproductiva realizara una revisión de libros, artículos científicos 

indexados, tesis de posgrado e informes documentados de gobierno y 

organizaciones civiles sobre el tema del aborto en México, a efecto de 

lograr un diagnóstico de la información existente y detectar los vacíos 

de información.
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LA LEY ROBLES Y SU IMPUGNACIÓN

Rosario Robles Berlanga, siendo Jefa de Gobierno del Distrito Federal,1  

presentó una iniciativa de reforma a los artículos 332, 333 y 334 del 

Código Penal del Distrito Federal y para adicionar el artículo 131 Bis 

del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, en ma-

teria de aborto, después de aprobarse por la Asamblea Legislativa de la 

mencionada ciudad, se publicó en la Gaceta Oficial del Distrito Federal 

(Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones del 

Código Penal para el Distrito Federal y del Código de Procedimientos Pe-

nales para el Distrito Federal, 2000).

La mencionada iniciativa de reforma, conforme se desprende de su 

exposición de motivos, se fundó esencialmente en dos premisas: (i) el 

número hipotético de mujeres que fallecían a causa de procedimientos 

de aborto mal practicados en condiciones de clandestinidad; y (ii) la 

tutela de un supuesto derecho de la mujer a decidir sobre su vida y su 

cuerpo, que se extralimitó hasta disponer sobre la vida y cuerpo del 

niño en gestación.

El resultado de esta reforma fue la reducción de la pena máxima de 

prisión de cinco a tres años a la mujer que voluntariamente practique 

su aborto o consienta que otro la haga abortar; que el delito de aborto 

sólo se sancione cuando se haya consumado; y la adición de nuevas 

excusas que despenalizaron parcialmente el aborto en los siguientes 

supuestos: (i) cuando el embarazo sea resultado de una inseminación 

artificial no consentida; (ii) cuando la continuación del embarazo ponga 

en grave peligro la salud de la madre a juicio del médico que la asista, 

oyendo éste el dictamen de otro médico, siempre que esto fuere po-

sible y no sea peligrosa la demora; y (iii) cuando el concebido presente 

alteraciones genéticas o congénitas que puedan dar como resultado 

daños físicos o mentales, al límite que puedan poner en riesgo la so-

brevivencia del mismo, siempre que se tenga el consentimiento de la 

mujer embarazada (Decreto ..., 2000).

1 Actualmente denominada Ciudad de México. 
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Adicionalmente, se otorgó al Ministerio Público la facultad expresa 

de autorizar la llamada “interrupción del embarazo”, sin la intervención de  

un juez, cuando existan elementos que le permitan suponer que es 

producto de una violación, en un plazo máximo de veinticuatro horas 

(Decreto…, 2000).

Al respecto, es importante aclarar que la aprobación de la llamada 

Ley Robles no puso fin al debate en torno al aborto. Por el contrario, 

constituyó un factor de división y confrontación tan profundo, que po-

larizó a la sociedad civil y a sus actores políticos, con fuertes embestidas 

de ida y de vuelta, que subsisten hasta la fecha.

Canalizando el rechazo de diversos sectores de la sociedad, el 25 

de septiembre del 2000 un grupo de 25 diputados de la propia Asam-

blea Legislativa del Distrito Federal, presentó una demanda de acción 

de inconstitucionalidad en contra de la mencionada reforma ante la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien la identificó como el  

expediente No. 10/2000 y resolvió con fechas 29 y 30 de enero de 2002, 

mediante un engrose que dio origen a varias tesis jurisprudenciales, 

entre las que destacan las siguientes: 

a. Sostuvo que, del análisis integral de la Constitución, se des-

prende que protege el derecho a la vida de todos los indivi-

duos, pues lo contempla como un derecho fundamental, sin 

el cual no cabe la existencia ni disfrute de los demás derechos 

(Derecho a la vida. Su protección constitucional. 2002).

b. Que la protección del derecho a la vida del producto de la con-

cepción deriva tanto de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, como de los tratados internacionales y las 

leyes federales y locales (Derecho a la vida del producto de la 

concepción. Su protección deriva de la Constitución Política de los  

Estados Unidos Mexicanos, de los tratados internacionales y de  

las leyes federales y locales. 2002).

c. Aclaró la diferencia entre las excusas absolutorias y las exclu-

yentes de responsabilidad, en los siguientes términos: “Las  

excusas absolutorias son causas que al dejar subsistente el ca-

rácter delictivo de la conducta o hecho tipificado como delito en  
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la ley, impiden la aplicación de la pena, es decir, son aquellas  

en las que aun cuando se configure el delito, no permiten que se  

sancione al sujeto activo en casos específicos; en tanto que 

las excluyentes de responsabilidad se caracterizan por impedir 

que ésta surja. En otras palabras, en las citadas excluyentes 

la conducta tipificada en la ley no es incriminable desde el 

inicio; mientras que en las excusas absolutorias la conducta 

es incriminable, pero no sancionable, consecuentemente no 

relevan al sujeto activo de su responsabilidad en la comisión 

de la conducta típica, sino que determinan su impunibilidad” 

(Excusas absolutorias y excluyentes de responsabilidad. Sus dife-

rencias. 2002). 

d. Afirmó que la hipótesis prevista en el artículo 334, fracción III, 

del Código Penal para el Distrito Federal, que señala: “cuando a 

juicio de dos médicos especialistas exista razón suficiente para 

diagnosticar que el producto presenta alteraciones genéticas 

o congénitas que puedan dar como resultado daños físicos o 

mentales, al límite que puedan poner en riesgo la sobrevivencia 

del mismo, siempre que se tenga el consentimiento de la mujer 

embarazada”, constituye una excusa absolutoria, pues se tra-

ta de una causa que al dejar subsistente el carácter delictivo  

de la conducta o hecho tipificado como delito en la ley, impide 

la aplicación de la pena, es decir, aun cuando se configura el 

delito de aborto, no es posible aplicar la sanción (Aborto. La 

hipótesis prevista en el artículo 334, fracción III, del Código Penal 

para el Distrito Federal, constituye una excusa absolutoria. 2002). 

LA IMPLEMENTACIÓN DEL ABORTO EN EL DISTRITO FEDERAL

Una vez resuelta dicha acción de inconstitucionalidad, el Gobierno 

del Distrito Federal procedió a implementar de inmediato la referida 
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reforma al Código Penal y al Código de Procedimientos Penales, am-

bos para el Distrito Federal, mediante los “Lineamientos generales de 

organización y operación de los servicios de salud relacionados con 

la interrupción del embarazo en el Distrito Federal” (Circular/GDF-SS-

DF/02/02, 2002).

Dichos lineamientos fueron sucesivamente modificados mediante 

la Circular/GDF-SSDF/01/06 (2006); el “Acuerdo que reforma, adiciona 

y deroga diversos puntos de la Circular/GDF-SSDF/01/06 que contiene  

los Lineamientos generales de organización y operación de los ser-

vicios de salud relacionados con la interrupción del embarazo en el 

Distrito Federal” (2007); y el “Acuerdo que reforma, adiciona y deroga 

diversos puntos de la Circular/GDF-SSDF-01/06 que contiene los Linea- 

mientos generales de organización y operación de los servicios de sa-

lud relacionados con la interrupción legal del embarazo en el Distrito 

Federal publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 15 de no-

viembre de 2006” (2012).

Por su parte, la Fiscalía local expidió el “Acuerdo No. A/004/2002 

del Procurador General de Justicia del Distrito Federal, por el que se 

establecen lineamientos para la actuación de los Agentes del Ministerio 

Público, para autorizar la interrupción del embarazo cuando sea resul-

tado de una violación o de una inseminación artificial no consentida de 

conformidad con lo establecido en el artículo 131 Bis del Código de Pro-

cedimientos Penales para el Distrito Federal”; y el “Acuerdo A/004/06 

del Procurador General de Justicia del Distrito Federal, por el que se 

establece el instructivo sobre el procedimiento de la interrupción legal 

del embarazo y anticoncepción de emergencia en los casos de viola-

ción” (Acuerdo número A/004/2002, 2002; Acuerdo A/004/06, 2006), 

que se complementó, en su momento, con el “Manual de procedimien-

tos para la Interrupción Legal del Embarazo en las unidades médicas”, 

que emitió la Secretaría de Salud del Distrito Federal (2008); y con el 

Reglamento de la Ley de Salud del Distrito Federal (2011).
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EL NUEVO CÓDIGO PENAL DEL DISTRITO FEDERAL  

Y SU REFORMA EN EL 2004

Poco tiempo después de la llamada Ley Robles, la Asamblea Legislati-

va del Distrito Federal aprobó un Nuevo Código Penal para el Distrito 

Federal (2002), que dejó sin vigencia el anterior Código Penal (1931). 

Éste prácticamente retomó el capítulo de aborto tal cual se encontraba 

hasta la fecha, con salvedad de algunos pequeños cambios que no 

repercutieron en la despenalización del aborto (Nuevo Código Penal 

para el Distrito Federal, 2002).

Luego, en diciembre de 2003, la Asamblea Legislativa del Distrito 

Federal aprobó otra reforma al Código Penal para el Distrito Federal 

y a la Ley de Salud para el Distrito Federal, en materia de aborto. En 

líneas generales, esta reforma incrementó la pena impuesta de cinco 

a ocho años de prisión para aquél que hiciera abortar a una mujer sin 

su consentimiento, y de ocho a diez años de prisión si lo hiciera con 

violencia física o moral; estableció la obligación a cargo de las institu-

ciones públicas de salud del Gobierno del Distrito Federal, de prestar 

el servicio de la llamada interrupción del embarazo en un plazo de 

cinco días, de manera gratuita y en condiciones de calidad, cuando la 

mujer interesada así lo solicite; reconoció el derecho a la objeción de 

conciencia de los prestadores de los servicios de salud cuyas creencias 

religiosas o convicciones personales sean contrarias al aborto, siem-

pre que refieran a la mujer interesada con un médico no objetor; y a 

las instituciones públicas de salud las obligó a garantizar la oportuna 

prestación de este servicio y la permanente disponibilidad de personal 

no objetor de conciencia (Decreto que reforma los artículos 145 y 148 del 

Nuevo Código Penal para el Distrito Federal y se adicionan los artículos 16 

Bis 6 y 16 Bis 7 a la Ley de Salud para el Distrito Federal, 2004).

Pero el cambio más profundo de esta reforma fue quizá el más 

sutil. Consistió en un auténtico caso de alquimia jurídica, por virtud 

del cual, las mismas excusas absolutorias del aborto previstas en la 

llamada Ley Robles (2000), que confirmaban la comisión de un delito,  

pero evitaban su sanción, se convirtieron a través de este decreto en 

excluyentes de responsabilidad (Decreto que reforma los artículos 145 
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y 148 del Nuevo Código Penal para el Distrito Federal y se adicionan los 

artículos 16 Bis 6 y 16 Bis 7 a la Ley de Salud para el Distrito Federal, 2004). 

De modo que, bajo esos supuestos, el aborto dejó de ser un delito, 

como lo explicó la Suprema Corte de Justicia de la Nación al momento 

de resolver la acción de inconstitucionalidad interpuesta en contra de 

la mencionada Ley Robles. 

En otras palabras, el aborto no sólo se despenalizó, sino que se 

formalizó. De esta manera, el Gobierno del Distrito Federal justificó la 

promoción de esta práctica médica, la garantizó y obligó a las institucio-

nes públicas de salud a realizarla en condiciones gratuitas, inmediatas 

y de calidad.

LA REFORMA CONSTITUCIONAL QUE ABOLIÓ LA PENA DE MUERTE

Después de las reformas del periodo 2000-2004 y su respectiva im-

plementación administrativa, hubo una importante reforma constitu-

cional que, por su estrecha relación con el derecho a la vida, merece 

ser mencionada.

En México, la pena de muerte estaba permitida desde la época 

prehispánica. Progresivamente las distintas constituciones de la historia 

republicana fueron introduciendo algunas restricciones al ejercicio de 

la pena de muerte y, en particular, nuestra última Constitución de 1917, 

en su artículo 22, párrafo tercero, señalaba: 

Queda también prohibida la pena de muerte por delitos políticos, y 

en cuanto a lo demás, sólo podrá imponerse al traidor a la Patria en 

guerra extranjera, al parricida, al homicida con alevosía, premeditación 

y ventaja, al incendiario, al plagiario, al salteador de caminos, al pirata y  

a los reos de delitos graves del orden militar. (Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, 1917)

Fue hasta el 9 de diciembre de 2005 cuando la pena de muerte sería 

completamente abolida, consagrando su restricción en el indicado  

artículo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 



36 Aborto: la política de un Estado claudicante

Sin embargo, como el artículo 14 Constitucional en su versión previa, 

establecía que: “Nadie podrá ser privado de la vida (...), sino mediante 

juicio seguido ante tribunales previamente establecidos, en el que se 

cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme  

a las leyes expedidas con anterioridad al hecho (...)”, mediante la refor-

ma en cuestión, se tuvo que actualizar su texto para que no se permi-

tiera privar de la vida a las personas, aunque se cumpliera la garantía 

de debido proceso (Constitución Política…, 1917).

De suerte que, el artículo 14 también se reformó para quedar re-

dactado de la siguiente manera: 

Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesio-

nes o derechos, sino mediante juicio seguido ante tribunales previa-

mente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales 

del procedimiento y conforme a las leyes expedidas con anterioridad al 

hecho. (Decreto por el que se declaran reformados los artículos 14 segun-

do párrafo y 22 primer párrafo, y derogado el cuarto párrafo del artícu-

lo 22 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2005)

Sin la referencia expresa del concepto vida en el artículo 14 Constitu-

cional, no faltó quien pusiera en tela de juicio su existencia, a pesar de 

que la abolición de la pena de muerte se fundó por completo en un 

solo criterio: la tutela y garantía del derecho a la vida. De lo contrario, 

suprimir la pena de muerte no hubiera tenido sentido.

LA LLAMADA “INTERRUPCIÓN LEGAL DEL EMBARAZO” Y SU 

IMPUGNACIÓN

Un año y medio después, el debate en el Distrito Federal sobre la des-

penalización del aborto dio un nuevo giro. En esta ocasión, se exigió 

cambiar de un modelo de causas a un modelo de plazos, así como 

la despenalización del aborto durante las primeras doce semanas del 

embarazo, sin importar la razón o circunstancia que lo motivara. 
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Así pues, se publicó en la Gaceta Oficial del Distrito Federal la refor-

ma a los artículos 144, 145, 146 y 147 del Código Penal y la adición de los 

artículos 16 Bis 6 y 16 Bis 8 a la Ley de Salud, ambos del Distrito Federal 

(2007). En dicha reforma, la Asamblea Legislativa decidió alejarse por 

completo de los criterios contenidos en la resolución de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación de 2002, que fue muy enfática en resaltar 

el derecho a la vida desde el momento de la concepción y el carácter 

excepcional de las excusas absolutorias. 

Esta reforma en particular implicó una interesante estrategia para 

liberar a las mujeres y a la opinión pública de toda duda o carga emo-

cional. Para esto, lo primero que se hizo fue poner a la madre en contra 

de su hijo, mostrando a este último como una amenaza o un peligro; 

lo segundo consistió en dar una justificación que se fundó en el mito 

de que el cuerpo de los niños en gestación es parte del cuerpo de sus 

madres y lo tercero tuvo como finalidad un sistemático y persistente 

cambio en la retórica, en la que se dejó de usar la palabra aborto en 

la capital del país, por su connotación negativa (Decreto por el que se 

reforma el Código Penal para el Distrito Federal y se adiciona la Ley de 

Salud para el Distrito Federal, que corresponde a la llamada Interrup- 

ción Legal del Embarazo, 2007). 

Fue entonces cuando se estableció en la legislación del Distrito 

Federal que el embarazo no empieza con la unión del óvulo con el 

espermatozoide, sino días después, cuando el embrión logra implan-

tarse en el útero de la mujer (Decreto por el que se reforma el Código 

Penal para el Distrito Federal y se adiciona la Ley de Salud para el Distrito 

Federal, 2007); se acuñó el concepto de la “Interrupción Legal del Em-

barazo”, aunque no haya manera de continuarlo o restablecerlo con 

posterioridad y se le dotó de una connotación lícita y novedosa, que 

presentó menos resistencias en la opinión pública para posicionarlo 

como un supuesto derecho. 

La consecuencia inmediata de esta reforma fue que despenalizó 

todo tipo de aborto durante las primeras doce semanas de gestación; 

redujo considerablemente la sanción impuesta a la mujer que volunta-

riamente se practique un aborto o consienta que otro la haga abortar, 

para quedar de tres a seis meses de prisión o de 100 a 300 días de 
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trabajo a favor de la comunidad; y endureció la sanción al que haga 

abortar a una mujer sin su consentimiento, a lo que se llamó aborto 

forzado, para quedar con una pena de cinco a ocho años de prisión y 

si lo hiciera con violencia física o moral, con ocho a diez años de prisión 

(Decreto por el que se reforma el Código Penal para el Distrito Federal y 

se adiciona la Ley de Salud para el Distrito Federal, 2007).

Las reacciones que provocó la reforma fueron diversas, pero son 

dos las más relevantes para efectos del presente informe. La primera 

de ellas, consistió en que la Comisión Nacional de Derechos Humanos 

y la Procuraduría General de la República presentaron su respectiva 

demanda de acción de inconstitucionalidad ante la Suprema Corte de  

Justicia de la Nación; la segunda fue una ola de reformas para prote-

ger de manera expresa el derecho a la vida, desde el momento de la 

concepción, en la Constitución Política de la mayoría de estados que 

integran nuestro país.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, por su parte, admitió 

a trámite ambas demandas de acción de inconstitucionalidad bajo el 

expediente número 146/2007 y su acumulada 147/2007, y las resolvió 

bajo las siguientes consideraciones generales:

a. Con relación al derecho a la vida, argumentó que no estaba 

expresamente reconocido en la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; las menciones indirectas que en-

contró en dicha Constitución, las explicó a partir de las obli-

gaciones que adquiere el Estado una vez que se verifica este 

derecho, como sucede con la privación arbitraria de la vida; 

resaltó que no hay un derecho absoluto a la vida, porque al 

entrar en conflicto con otros derechos se debe ponderar se-

gún el caso concreto de que se trate; y al abordar la relevancia 

del reconocimiento expreso del derecho a la vida en diversos 

tratados internacionales suscritos por México, en específico la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de 

San José de Costa Rica”, cuyo artículo 4, apartado 1, dispone: 

“Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este 

derecho estará protegido por la ley y, en general, a partir del 
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momento de la concepción (...)” (1969), sostuvo que cuando se 

refiere a una protección “en general” desde la concepción, no 

se impone a los estados obligación alguna de tutelar el derecho 

a la vida desde la concepción, sino que les otorga la libertad 

de regular el inicio de dicha protección de conformidad con su 

propio ordenamiento. Motivo por el cual, tuvo por válidas las 

reformas impugnadas del Distrito Federal.

b. Respecto a la redefinición del concepto de embarazo, a partir 

del momento de la implantación del embrión en el útero de 

la mujer, resaltó que el ordenamiento jurídico mexicano fa-

culta a los estados para organizar, operar, supervisar y evaluar 

la prestación de servicios de salud, que incluyen la atención 

materno-infantil; señaló que no existe ninguna definición de 

embarazo en la Ley General de Salud; que la definición de em-

barazo contenida en el Reglamento de la Ley General de Sa-

lud en Materia de Investigación para la Salud, que lo entiende 

desde la fecundación, aplica solamente para la investigación 

en cuestiones de salud y, por tanto, no excluye a la Asamblea 

Legislativa para delimitarlo en el Código Penal para el Distrito 

Federal, por ser de otra naturaleza y jerarquía normativa.

c. Concluyó que las autoridades locales tienen autonomía de cali-

ficación y configuración en las materias de su competencia, para 

modificar el delito de aborto y el concepto de embarazo en su 

legislación local (Suprema Corte de Justicia de la Nación, 2008).

LAS REFORMAS ESTATALES Y SU IMPUGNACIÓN

Como se mencionó con anterioridad, la otra reacción que provocó 

la llamada “Interrupción Legal del Embarazo” fue una ola de reformas 

para proteger de manera expresa el derecho a la vida desde el momen-

to de la concepción o fecundación, en las constituciones políticas de la 

mayoría de estados que integran nuestro país, que encontró sustento 

en la resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de fecha 

28 de agosto de 2008. 
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De suerte que, si la Suprema Corte de Justicia de la Nación reco-

noció que la Asamblea Legislativa del Distrito Federal tiene autonomía 

para redefinir el embarazo y, por tanto, el momento en el que inicia  

la vida humana a partir de que el embrión se implanta en el útero de la 

mujer (SCJN, 2008), luego entonces, la mayoría de los congresos de los 

estados interpretaron que también ellos tienen autonomía para elevar 

la protección del derecho a la vida desde el momento de la concepción 

o fecundación al rango de derecho fundamental en sus constituciones 

locales. Esta situación hizo más evidente la polarización y rechazo so-

cial que provocó la llamada “Interrupción Legal del Embarazo” a nivel 

nacional.

Al respecto, cabe recordar que el artículo 22 del Código Civil Fe-

deral y su equivalente en los Códigos Civiles o Familiares de todos los 

estados, reconoce que la capacidad jurídica de las personas físicas se 

adquiere por el nacimiento y se pierde por la muerte, pero desde el 

momento en que un individuo es concebido, entra bajo la protección 

de la ley y se le tiene por nacido para los efectos declarados en los 

mencionados Códigos (Código Civil Federal, 1928).

Esto hace posible que los niños por nacer tengan la capacidad para 

recibir donaciones, herencias y legados, sujeto a la condición de que 

nazcan vivos y viables, es decir, que se desprendan enteramente del  

seno materno y vivan veinticuatro horas o se presenten vivos ante  

el Registro Civil, en términos de lo dispuesto en los artículos 337, 1314, 

1391 y 2357 del Código Civil Federal (1928) y sus equivalentes en todos 

los Códigos Civiles o Familiares de los estados. 

Lo anterior no podría suceder, en caso de que se les niegue la ca-

lidad de persona, puesto que serían una cosa y las cosas no pueden 

ser titulares de derechos u obligaciones, contar con un patrimonio o 

adquirir otros bienes. Por la misma razón que un escritorio no puede 

apropiarse de la silla, pero una persona sí puede ser el legítimo propie-

tario de ambos bienes muebles.

En tal virtud, las reformas estatales que protegen el derecho a la 

vida desde el momento de la concepción no crearon propiamente ese 

derecho ni inventaron el momento en que comienza: simplemente lo 

retomaron de sus respectivos Códigos Civiles o Familiares, lo recono-



Capítulo 2 · Análisis de las normas y sentencias relacionadas con el aborto en México 41

cieron expresamente como un derecho fundamental y lo elevaron al 

rango de sus respectivas Constituciones Políticas, entendidas como las 

normas de más alta jerarquía dentro de los estados.

La publicación de la primera de estas reformas corresponde al es-

tado de Chihuahua (1994), seguida por Morelos (2008), Baja California 

(2008), Colima (2009), Sonora (2009), Quintana Roo (2009), Guana-

juato (2009), Durango (2009), Puebla (2009), Nayarit (2009), Jalisco 

(2009), Yucatán (2009), Campeche (2009), San Luis Potosí (2009), 

Oaxaca (2009), Querétaro (2009), Chiapas (2010), Tamaulipas (2010) y 

finalmente Veracruz (2016).

Sin embargo, el estado de Campeche derogó del artículo 6º de su 

Constitución Política la protección expresa del derecho a la vida desde 

el momento de la concepción (Decreto No. 63, 2010). Lo que arroja un 

saldo de 18 estados que protegen expresamente el derecho a la vida 

desde el momento de la concepción o fecundación, en sus respectivas 

Constituciones Políticas, de un total de 32 entidades federativas que 

integran la federación. 

La respuesta de los grupos que promueven el aborto no se hizo 

esperar y se concretó inicialmente a través de dos demandas de acción 

de inconstitucionalidad en contra de las reformas de Baja California y 

San Luis Potosí; tres demandas de controversia constitucional en contra 

de las reformas de Guanajuato, Querétaro y Oaxaca; y varios juicios de 

amparo que no prosperaron, principalmente porque las mujeres que 

presentaron las demandas no pudieron probar que se encontraban 

embarazadas y por tanto, que les afectaba la reforma de su estado. 

En el caso de las dos demandas de acción de inconstitucionali-

dad que se presentaron en contra de las reformas de Baja California 

(11/2009, 2011) y San Luis Potosí (62/2009, 2011), la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación resolvió desestimar dichas demandas, toda vez 

que, no alcanzaron la mayoría calificada de 8 votos que requerían para 

poderlas declarar como inconstitucionales.

Por lo que hace a la controversia constitucional que se presentó 

en contra de la reforma que protege el derecho a la vida en el estado 

de Querétaro (89/2009, 2013) la Suprema Corte de Justicia de la Na-

ción resolvió declarar su invalidez por la violación al proceso legislativo,  
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únicamente respecto al Municipio de Arroyo Seco, que se inconformó 

con la aprobación de la mencionada reforma. 

Con relación a las controversias constitucionales presentadas en 

contra de las reformas de los estados de Guanajuato (62/2009, 2013) 

y Oaxaca (104/2009, 2013), la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

reconoció la validez de ambos artículos que protegen expresamente 

el derecho a la vida.

Por último, también se presentó una acción de inconstitucionali-

dad en contra de la reforma de vida del estado de Veracruz, identifi-

cada como 85/2016, que a la fecha del presente informe se encuentra 

pendiente de resolución por parte de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación.

Este interesante fenómeno político y social, representó sin duda 

una importante página en la historia del fortalecimiento del federalismo 

en nuestro país, debido a que era bastante común que las leyes y refor-

mas que se aprobaran en la capital se replicaran con el paso del tiempo 

en los estados y, en el caso de la llamada “Interrupción Voluntaria del 

Embarazo”, lejos de que los estados la copiaran, aprobaron reformas 

en contra para mostrar su inconformidad. 

LA NORMA OFICIAL MEXICANA NOM-046-SSA2-2005

En vista del rechazo que ocasionó la llamada “Interrupción Legal del 

Embarazo” a nivel nacional, los grupos que promueven el aborto enfo-

caron sus esfuerzos en las mujeres que son detenidas por su probable 

responsabilidad en la comisión del delito de aborto o infanticidio, en las 

que sufren violencia y en las víctimas de los delitos, para mostrarse más 

empáticos y conseguir más fácilmente que se les otorgara la facultad 

para exigir la práctica del aborto a las instituciones públicas de salud, 

en forma gratuita y en condiciones de calidad, sin tener que pasar por 

la presentación de la denuncia o querella, la averiguación previa y la 

autorización del Ministerio Público o del juez competente.

Así pues, con motivo del acuerdo de solución amistosa del Caso 

Paulina, en el que México se obligó a realizar una encuesta nacional 
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con representatividad estatal para evaluar la aplicación de la NOM-

190-SSA1-1999, relativa a la atención médica de la violencia familiar, 

así como a actualizar dicha Norma Oficial Mexicana, para ampliar su 

objetivo y ámbito de aplicación e incluir explícitamente el abordaje a 

la violencia sexual que ocurre fuera del contexto familiar, la Secretaría 

de Salud publicó en el Diario Oficial de la Federación su modificación, 

para quedar como “NOM-046-SSA2-2005. Violencia familiar, sexual y 

contra las mujeres. Criterios para la prevención y atención” (NOM-046-

SSA2-2005, 2009). 

En dicha Norma Oficial Mexicana, de observancia obligatoria para 

las instituciones del Sistema Nacional de Salud de los sectores, público, 

social y privado, se estableció en el punto 6.4.2.3: 

En caso de violación, las instituciones prestadoras de servicios de aten-

ción médica, deben ofrecer de inmediato y hasta en un máximo de 120 

horas después de ocurrido el evento, la anticoncepción de emergen-

cia, previa información completa sobre la utilización de este método, 

a fin de que la persona tome una decisión libre e informada. (NOM-

046-SSA2-2005, 2009)

Adicionalmente, en el punto 6.4.2.7 estipuló que: 

En caso de embarazo por violación, y previa autorización de la autori-

dad competente, en los términos de la legislación aplicable, las institu-

ciones públicas prestadoras de servicios de atención médica, deberán 

prestar servicios de aborto médico a solicitud de la víctima interesada, 

en caso de ser menor de edad, a solicitud de su padre y/o su madre, 

o a falta de éstos, de su tutor o conforme a las disposiciones jurídicas 

aplicables. (NOM-046-SSA2-2005, 2009)

Agregando en seguida: 

En todos los casos se deberá brindar a la víctima, en forma previa a la 

intervención médica, información completa sobre los posibles riesgos 

y consecuencias del aborto, a efecto de garantizar que la decisión de 
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la víctima sea una decisión informada conforme a las disposiciones 

aplicables (...) Se deberá respetar la objeción de conciencia del per-

sonal médico y de enfermería encargados del procedimiento. (NOM-

046-SSA2-2005, 2009)

Para aclarar en el punto 6.4.2.8 que:

(...) las instituciones públicas de atención médica, deberán contar 

con médicos y enfermeras capacitados en procedimientos de aborto 

médico no objetores de conciencia. Si en el momento de la solicitud 

de atención no se pudiera prestar el servicio de manera oportuna y 

adecuada, se deberá referir de inmediato a la usuaria, a una unidad  

de salud que cuente con este tipo de personal y con infraestructura de  

atención con calidad. (NOM-046-SSA2-2005, 2009)

Tiempo después, con fecha 24 de marzo de 2016, la Secretaría de Sa-

lud publicó en el Diario Oficial de la Federación, otra modificación a 

la referida “NOM-046-SSA2-2005. Violencia familiar, sexual y contra las 

mujeres”, principalmente en el punto 6.4.2.7, para desconocer lo que 

dispone la legislación civil y familiar acerca de los menores de edad, 

hacer a un lado a los padres o tutores de las adolescentes, y dejarlo 

redactado de la siguiente manera: 

En caso de embarazo por violación, las instituciones públicas presta-

doras de servicios de atención médica, deberán prestar servicios de 

interrupción voluntaria del embarazo en los casos permitidos por ley, 

conforme a lo previsto en las disposiciones jurídicas de protección a 

los derechos de las víctimas, previa solicitud por escrito bajo protesta 

de decir verdad de la persona afectada de que dicho embarazo es 

producto de violación; en caso de ser menor de 12 años de edad, a 

solicitud de su padre y/o su madre, o a falta de éstos, de su tutor o 

conforme a las disposiciones jurídicas aplicables. El personal de salud 

que participe en el procedimiento de interrupción voluntaria del em-

barazo no estará obligado a verificar el dicho de la solicitante, enten-

diéndose su actuación, basada en el principio de buena fe a que hace 
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referencia el artículo 5, de la Ley General de Víctimas. (Modificación 

de los puntos 6.4.2.7, 6.4.2.8, 6.6.1 y 6.7.2.9 de la Norma Oficial Mexicana 

NOM-190-SSA1-1999. Prestación de Servicios de Salud. Criterios para la 

atención médica de la violencia familiar, para quedar como NOM-046-

SSA2-2005. Violencia familiar, sexual y contra las mujeres. Criterios para 

la prevención y atención)

Asimismo, se hace notar que los cambios a los puntos 6.4.2.7 segundo 

párrafo, 6.4.2.8 y 6.7.2.9 tuvieron como propósito dejar de mencionar 

el aborto y sustituirlo por el concepto de “Interrupción Voluntaria del 

Embarazo” (2016), que no tiene cabida en el Código Penal Federal, ni 

en los Códigos Penales de las 32 entidades que integran nuestro país, 

incluyendo a la Ciudad de México.

LA REFORMA CONSTITUCIONAL EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS

El pasado 10 de junio de 2011 se publicó en el Diario Oficial de la Fe-

deración una de las reformas más trascendentes del sistema jurídico 

mexicano en los últimos años, que implicó un verdadero cambio de 

paradigma dentro de los alcances y parámetros para la protección  

y tutela de los derechos humanos reconocidos en nuestro texto cons-

titucional y en los diversos tratados y convenciones internacionales 

suscritos por México.

La reforma modificó diversos artículos de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, para reconocer y garantizar los de-

rechos humanos de todas las personas, entre los cuales se encuentra 

el derecho a la vida, que se reincorporó en el artículo 29, para indicar 

expresamente que no puede restringirse ni suspenderse, aunque se 

trate de un caso de invasión, perturbación grave de la paz pública o 

de cualquier otro que ponga a la sociedad en grave peligro o conflicto 

(Decreto por el que se modifica la denominación del Capítulo I del Título 

Primero y reforma diversos artículos de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, 2011).
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Si bien el regreso de la protección expresa al derecho a la vida en 

la Carta Magna no implica todo un artículo, como suele suceder con 

los tratados internacionales suscritos por México o las constituciones 

de otros países, es suficiente para despejar las dudas con relación a su 

existencia y relevancia dentro de nuestro sistema jurídico, pues forma 

parte de un núcleo duro de derechos fundamentales que resultan into-

cables y se ubican por encima de cualquier otro derecho que se pueda 

restringir o suspender válidamente.

Otro aspecto de enorme importancia que trajo consigo la refor-

ma en materia de derechos humanos y que desde luego mantiene 

una implicación directa con la definición y sentido que debe darse 

al derecho a la vida, lo constituyó la incorporación en el párrafo se-

gundo del artículo 1º constitucional, del denominado principio pro 

persona como criterio fundamental para lectura de los derechos 

humanos (Decreto…, 2011).

A través de este nuevo principio y por mandato expreso de nues-

tra Constitución, todas las normas de derechos humanos se deberán 

interpretar de manera que se favorezca la protección más amplia para 

la persona, lo cual implica que en el caso del derecho a la vida —y cual-

quier otro derecho humano reconocido en nuestra Constitución y Tra-

tados Internacionales— las autoridades deberán acudir a un criterio  

de interpretación extensivo cuando se trate de reconocer los alcan-

ces de los derechos, o de manera inversa, utilizar un criterio restrictivo 

cuando se requieran establecer restricciones o suspensiones de carác-

ter extraordinarias a tales derechos. 

De este modo, es válido afirmar que el derecho a la vida en el 

sistema jurídico mexicano, visto a la luz del criterio de interpretación 

pro persona, implicará que las autoridades deban siempre acudir a la 

lectura más amplia en favor de las personas para su reconocimiento 

y protección; ejercicio cuyo alcance significaría un despliegue perma-

nente del control de regularidad constitucional.
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LA LEY GENERAL DE VÍCTIMAS

Por último, la reforma a la Ley General de Víctimas de 2013 modificó su 

artículo 29 para establecer que las instituciones hospitalarias públicas 

del gobierno federal, de los estados, la Ciudad de México y de los mu-

nicipios tienen la obligación de dar atención de emergencia de manera 

inmediata a las víctimas que lo requieran, con independencia de su 

capacidad socioeconómica o nacionalidad y sin exigir condición previa 

para su admisión (Decreto por el que se reforman, derogan y adicionan 

diversas disposiciones de la Ley General de Víctimas, 2013).

En su artículo 30, fracción IX, esta ley añadió la “interrupción volun-

taria del embarazo”, en los casos permitidos por la ley y con absoluto  

respeto de la voluntad de la víctima, como uno de los servicios de 

emergencia médica, odontológica, quirúrgica y hospitalaria que las 

instituciones públicas deben prestar a las víctimas; y en su artículo 35, 

reiteró: 

A toda víctima de violación sexual, o cualquier otra conducta que afec-

te su integridad física o psicológica, se le garantizará el acceso a los ser-

vicios de anticoncepción de emergencia y de interrupción voluntaria 

del embarazo en los casos permitidos por la ley, con absoluto respeto 

a la voluntad de la víctima. (Decreto por el que se reforman…, 2013) 

Sin embargo, por la forma como está planteada, pareciera que la Ley 

General de Víctimas pretende invadir la competencia de los congresos 

de los estados al redefinir el delito de aborto, previamente establecido 

en la legislación penal de nuestro país, al sustituirlo por el concepto 

de “Interrupción Voluntaria del Embarazo” (Decreto por el que se re-

forman…, 2013) que carece de una definición específica, pasando por 

alto el hecho de que se trata de una conducta antijurídica que admite 

ciertas excusas absolutorias y lo presenta como si fuera un derecho 

plenamente exigible ante las instituciones hospitalarias públicas del go-

bierno federal, de los estados, la Ciudad de México y de los municipios, 

que amerita un simple trámite administrativo para prescindir de la vida 

de los niños en gestación.





CAPÍTULO 3

Las recomendaciones de los organismos 
internacionales como mecanismos  

de presión política

Celia Mizrahi Nedvedovich* · Fernando R. Zúñiga Tapia**

U no de los aspectos más importantes en el análisis del tema 

del aborto en México, consiste en entender el rol que los 

organismos internacionales han desempeñado dentro  

los procesos legislativos de discusión y diseño de políticas 

públicas vinculadas a esta cuestión. Lo anterior porque la pertenencia 

a un mundo globalizado y la interacción de México con la comunidad 

internacional implican un intercambio constante de ideas.

Ahora bien, dicho intercambio de ideas puede darse en varios sen-

tidos: desde un ambiente plural, que escuche todas las voces y decida 

con base en la exposición de argumentos contundentes (escenario 

deseable) hasta propiciar imposiciones ideológicas fundadas en argu-

mentos de autoridad (escenario preocupante). 

El presente capítulo pretende analizar cómo se ha desarrollado 

la relación entre algunos organismos internacionales y los tomadores 

de decisiones en México respecto al fenómeno del aborto. La idea  

* Celia Mizrahi Nedvedovich. Licenciada en Derecho por la Universidad Panamericana.
** Fernando R. Zúñiga Tapia. Licenciado en Derecho por el CIDE, académico de la Univer-
sidad La Salle.
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es preguntarnos si han existido mecanismos de presión externos que 

propicien el posicionamiento del tema en un determinado sentido. 

Dicho de otro modo, se buscará responder a la pregunta: ¿qué tanto 

han funcionado como mecanismos de presión política los organismos 

internacionales en el posicionamiento del tema en México?

Para lograr responder a la pregunta planteada, el capítulo se divi-

dirá en dos partes: la primera elucidará cómo se encuentra regulado 

el derecho a la vida en el ámbito internacional. Se analizará, de forma 

breve, el marco legal de los principales tratados internacionales de ca-

rácter obligatorio para el sistema jurídico mexicano; la segunda parte 

estará dedicada a reflexionar cuál es la influencia de los organismos 

internacionales en la toma de decisiones legislativas y de política pú-

blica respecto del tema. 

LA PROTECCIÓN DE LA VIDA EN EL ÁMBITO INTERNACIONAL

Los tratados internacionales forman parte de nuestra normatividad, 

puesto que así lo reconoce el texto constitucional. Los tratados son 

acuerdos internacionales celebrados por escrito entre Estados y que se 

rigen por el derecho internacional, ya sea que conste en un instrumento 

único o en dos o más instrumentos conexos y cualquiera que sea su 

denominación particular (Convención de Viena sobre el Derecho de los 

Tratados, 1969). Los tratados se pueden suscribir en temas tan diver-

sos como el comercio y los derechos humanos, siendo estos últimos  

los de relevancia para este escrito. 

A partir de la reforma constitucional de junio del 2011, los trata-

dos internacionales en materia de derechos humanos se encuentran 

al mismo nivel jerárquico que nuestra constitución (aspecto formal), 

y en su aplicación deberá ponderarse el que sea más favorable para 

las personas (aspecto material), con la salvedad de que si existe en el 
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texto constitucional una restricción expresa será ésta la que prevalezca, 

para asegurar la protección más amplia de un determinado derecho.1

Para que un tratado internacional sea parte de nuestro sistema 

normativo tiene que ser firmado por el titular del Ejecutivo Federal, 

es decir por el Presidente de la República o por quien él designe. Pos-

teriormente, tiene que ser aprobado por el Senado de la República 

y finalmente debe de publicarse en el Diario Oficial de la Federación 

(Ley sobre la Celebración de Tratados, 1992). La falta de alguno de los  

pasos antes mencionados se traduce en la no obligatoriedad del trata-

do internacional y la no existencia del mismo dentro de nuestro sistema 

normativo.

En materia de derechos humanos, México ha firmado más de  

60 tratados internacionales que van desde declaraciones generales 

hasta tratados de temas en particular, como la Convención Interame-

ricana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 

“Convención de Belém Do Pará” (1994) y el Protocolo sobre el Estatuto 

de los Refugiados (1967). Dentro de la amplia gama de tratados interna-

cionales de los que México es parte, varios de ellos protegen el derecho 

a la vida, mismos que veremos a continuación.

La Convención Americana Sobre Derechos Humanos, mejor co-

nocida como Pacto de San José de Costa Rica, publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 7 de mayo de 1981, establece en su artículo 

4 el Derecho a la Vida, en los siguientes términos: “Toda persona tiene 

derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la 

ley y, en general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede 

ser privado de la vida arbitrariamente” (Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, 1969).

1 Al respecto puede consultarse el criterio jurisprudencial: “Derechos Humanos 
Contenidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales. Constituyen 
el parámetro de control de regularidad constitucional, pero cuando en la cons-
titución haya una restricción expresa al ejercicio de aquellos, se debe estar a 
lo que establece el texto constitucional” (SCJN, 2011), mismo que deriva de la 
Contradicción de Tesis 293/2011. Más adelante se regresará al contenido de esta 
jurisprudencia. 
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Por su parte, el Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por 

Tierra, Mar y Aire, que complementa la Convención de las Naciones 

Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, publicado en 

el Diario Oficial de la Federación el 10 de abril de 2003, protege el dere-

cho a la vida en su artículo 16, numeral 1, el cual establece lo siguiente:

Al aplicar el presente Protocolo, cada Estado Parte adoptará, en con-

sonancia con sus obligaciones emanadas del derecho internacional, 

todas las medidas apropiadas, incluida la legislación que sea necesaria, 

a fin de preservar y proteger los derechos de las personas que hayan 

sido objeto de las conductas enunciadas en el artículo 6 del presente 

Protocolo, conforme a las normas aplicables del derecho internacional, 

en particular el derecho a la vida y el derecho a no ser sometido a tor-

tura o a otras penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes. (Pro-

tocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire, 2000)

Asimismo, la Convención Internacional sobre la Protección de los De-

rechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares, pu-

blicada en el Diario Oficial de la Federación el 13 de agosto de 1999, en 

su artículo 9 establece que “El derecho a la vida de los trabajadores 

migratorios y sus familiares estará protegido por ley” (Convención Inter-

nacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores 

Migratorios y de sus Familiares, 1990).

Por su parte, la Convención Internacional sobre la Represión y el 

Castigo del Crimen de Apartheid, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 30 de abril de 1980, se refiere al derecho a la vida al expli-

car cuáles políticas o prácticas forman parte del crimen del Apartheid. 

En el inciso A del artículo segundo, se incluye la “denegación a uno o 

más miembros de uno o más grupos raciales del derecho a la vida y a 

la libertad de la persona” (Convención Internacional sobre la Represión 

y el Castigo del Crimen de Apartheid, 1973).

A su vez, la Convención sobre los Derechos de las Personas con 

Discapacidad, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de 

mayo de 2008, establece el derecho a la vida en su artículo 10, el cual 

a la letra establece: 
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Los Estados Partes reafirman el derecho inherente a la vida de todos 

los seres humanos y adoptarán todas las medidas necesarias para ga-

rantizar el goce efectivo de ese derecho por las personas con discapa-

cidad en igualdad de condiciones con las demás. (Convención sobre 

los Derechos de las Personas con Discapacidad, 2006)

La Convención sobre los Derechos del Niño, publicada en el Diario Ofi-

cial de la Federación el 25 de enero de 1991, tutela el derecho a la vida 

en su artículo 6, en el cual se estable que “los Estados Partes reconocen 

que todo niño tiene el derecho intrínseco a la vida” y que “garantizarán 

en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo del niño” 

(Convención sobre los Derechos del Niño, 1989).

Al respecto, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 

publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de junio 1981, es-

tablece en su artículo sexto que “el derecho a la vida es inherente a la 

persona humana. Este derecho estará protegido por la ley. Nadie podrá 

ser privado de la vida arbitrariamente” (Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos, 1966) 

Por otra parte, la Convención Interamericana para Prevenir, San-

cionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, publicada en el Diario 

Oficial de la Federación el 19 de enero 1999, ha establecido en su artí-

culo cuarto, inciso A que:

Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y protec-

ción de todos los derechos humanos y a las libertades consagradas por 

los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos huma-

nos. Estos derechos comprenden, entre otros: a. el derecho a que se 

respete su vida. (Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar 

y Erradicar la Violencia contra la Mujer, 1994)

Otros instrumentos no obligatorios para el Estado Mexicano, pero que 

sí funcionan como directrices en el tema de los derechos humanos, han 

reconocido el derecho a la vida. Destacan la Declaración Universal de 

los Derechos Humanos y la Declaración Americana de los Derechos y 

Deberes del Hombre (ambos de 1948).



54 Aborto: la política de un Estado claudicante

El derecho a la vida presupone mucho más que la prohibición del 

aborto o de la eutanasia, como nos lo han demostrado los tratados 

internacionales antes vertidos, ya que de su redacción podemos com-

prender que el derecho a la vida viene aparejado del reconocimiento 

de la dignidad humana y por lo tanto del valor intrínseco de la vida 

humana.

Si bien, como hemos visto, el derecho internacional reconoce el 

derecho a la vida, lo hace bajo un gran número de esquemas, prote-

giendo la vida de algunos grupos en particular, o en algunos momentos 

o prohibiendo determinadas conductas. Sin embargo, excepto en un 

tratado, no hace mención respecto al momento en el que comienza 

la vida o el momento a partir del cual se debe proteger y respetar este 

derecho.

La doctrina de los derechos humanos comenzó después de una 

época trágica en la historia de la humanidad, en la cual millones de 

personas perdieron la vida, por razones tan diversas que abarcan des-

de la discriminación y la crueldad humana, hasta los enfrentamientos 

militares y la ocupación de territorios durante la Segunda Guerra Mun-

dial. Las atrocidades cometidas en este periodo forzaron a los líderes 

de todo el planeta a unirse y buscar a una solución, de la cual nació la 

teoría de los derechos humanos.

De esta manera, los derechos humanos han de fundamentarse 

por completo en la dignidad de la persona como presupuesto bási-

co, pues de lo contrario nos encontraríamos frente a un esquema que 

permite jerarquizar y distinguir entre las personas y, por consiguiente, 

no se garantizarían, respetarían ni protegerían los derechos humanos 

de absolutamente todas las personas.

Ahora bien, a pesar de la falta de consenso sobre el momento en 

que debe comenzar la protección de la vida humana, los derechos hu-

manos nos exigen, desde sus principios y desde el mandato constitu-

cional, la protección más amplia y garantista sobre todos los derechos. 

Lo anterior quiere decir que, si un derecho no cuenta con parámetros 

establecidos y límites claros y precisos, se debe respetar y garantizar 

de la forma menos restrictiva posible, siempre y cuando al momento  
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de la ponderación de derechos no choque con otros derechos de ma-

yor jerarquía.

En lo que respecta al derecho a la vida, es nuestra opinión que 

este derecho no colisiona con ninguna otra prerrogativa dentro del 

sistema jurídico mexicano, puesto que este es el derecho humano más 

básico y condición sine qua non para el goce y ejercicio de los demás 

derechos, puesto que uno no puede gozar o poner algún otro derecho 

en práctica si no se encuentra vivo. Sin embargo, el derecho a la vida, 

como todos los derechos humanos, tiene ciertos límites previamente 

establecidos, como lo es la pena de muerte (en los países en los que 

todavía existe), la figura penal de la legítima defensa y el aborto.

Los límites al derecho a la vida no son ni debieran tomarse de la 

forma más amplia posible, sino que cuentan con fórmulas jurídicas y 

métodos previamente establecidos para poder actuar de acuerdo a los 

parámetros normativos de este derecho. Por ejemplo, utilizando los lí-

mites mencionados en el párrafo que antecede, podemos entender que 

respecto a la pena de muerte es necesario recordar y reconocer que se  

han tomado medidas para su abolición, y aunque la supresión de esta 

pena no ha sido global, en los países en los que aún existe se requiere 

la existencia de una causa penal, así como el seguimiento del caso 

ante los tribunales correspondientes, y la existencia de una sentencia 

condenatoria para poder ejecutarla. 

En lo que se refiere a la legítima defensa, es necesario tomar en 

cuenta que para poder ejercitarla se deben cumplir ciertos presu-

puestos establecidos en los códigos penales. Tomando el Código 

Penal Federal como ejemplo, podemos encontrar que para que sea 

considerada legítima defensa tiene que ser una “agresión real, actual o  

inminente, y sin derecho, en protección de bienes jurídicos propios  

o ajenos, siempre que exista necesidad de la defensa y racionalidad de 

los medios empleados” (Código Penal de la Federación, 1931, 2016), por lo  

cual, de no cumplirse con los requisitos anteriores no se consideraría 

legítima defensa y por lo tanto se estaría cometiendo un delito.

Por último, en lo que se refiere al aborto, sabemos que en nuestro 

país es considerado un delito en todos sus estados, incluida la Ciudad 

de México. Sin embargo, el delito de aborto cuenta con una serie de 



56 Aborto: la política de un Estado claudicante

excluyentes de punibilidad o de responsabilidad, lo que significa que, si 

bien se comete el delito de aborto, éste no será perseguido ni castigado 

por las circunstancias en las que se cometió.

Como ya se ha mencionado, el derecho internacional garantiza y 

protege el derecho a la vida, sin establecer el momento de inicio y de fin 

de la misma, a excepción de la Convención Americana Sobre Derechos 

Humanos o Pacto de San José, que establece que se protegerá, en ge-

neral, desde el momento de la concepción. Este es el único parámetro 

sobre el inicio del derecho a la vida en el derecho internacional de los 

derechos humanos que resulta aplicable y obligatorio en nuestro país.

Contando con este antecedente y con los argumentos expuestos 

anteriormente, la lógica nos guiará a que la protección del derecho a la 

vida debe iniciar al momento de la concepción, para así ofrecer al ser 

humano la protección más amplia respecto del derecho humano base 

para el goce y ejercicio de los demás derechos. Dicho sea lo anterior 

sin olvidar que éste, como todos los derechos humanos, cuenta con 

límites claros y precisos.

Si afirmamos entonces que el derecho internacional de los dere-

chos humanos reconoce y protege el derecho a la vida desde la con-

cepción, entonces afirmamos también que es obligación de nuestros 

jueces y gobernantes, a través de las leyes y resoluciones que promul-

guen, respetarlo desde el mismo momento. Lo anterior es derivado del 

mandato constitucional que existe desde el 2011 en el artículo primero 

de la Constitución, el cual establece:

En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los 

derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados 

internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, así como de 

las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni 

suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Cons-

titución establece. 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de 

conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales 

de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección 

más amplia. Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, 
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tienen la obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los de-

rechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, 

interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el 

Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones 

a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley. (Cons-

titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2016)

Por todo lo anterior, podemos establecer que el derecho a la vida es re-

conocido y garantizado por el derecho internacional sobre los derechos 

humanos, y al existir como único parámetro de tiempo establecido  

en el ámbito internacional que este derecho se encuentra protegido,  

en general, desde la concepción, podemos concluir entonces que la 

protección internacional que tiene este derecho se hace desde el mo-

mento de la concepción del ser humano. Al ser esta la interpretación y  

protección más amplia del derecho en cuestión (misma protección que 

ha tenido este derecho al interior del país por ser considerado un delito 

en todas las entidades), entonces podemos establecer que es obliga-

ción de todas las autoridades del país proteger, garantizar, respetar y 

promover el derecho a la vida desde la concepción.

ORGANISMOS DE PRESIÓN Y SOFT LAW

Una vez analizado el marco jurídico internacional en materia de pro-

tección a la vida, vale la pena preguntarnos si en ese mismo ámbito, 

existen organismos de presión política que busquen influir en la con-

formación de criterios (vinculantes o no) relacionados con la permisión 

legal de la práctica del aborto en ámbitos nacionales. Al mismo tiempo, 

si la respuesta a la pregunta anterior fuera afirmativa tendríamos que 

profundizar en el análisis respecto del cómo se ejerce dicha presión, al 

menos, para el caso concreto de México. 

Aunque el uso del cabildeo para el posicionamiento político de 

ciertas ideas no es un acto sancionado, y por el contrario es una prác-

tica deseable en los sistemas democráticos, lo cierto es que éste debe 

regirse bajo parámetros mínimos de profesionalismo, uno de los cua-
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les es la honestidad en la información que se aporta para el análisis y 

el debate público. 

En tal contexto, el presente apartado se dedicará a analizar a estos 

organismos de presión política y al mismo tiempo buscará explicar, 

grosso modo, cómo es que operan —dentro de la lógica del cabildeo 

político— mediante el posicionamiento del denominado soft law, tam-

bién conocido como criterios no vinculantes, pero orientadores para 

la toma de decisiones. 

EL SOFT LAW COMO PUNTO DE PARTIDA Y SU FUNCIÓN EN EL CABILDEO

Uno de los primeros aspectos que deben abordarse consiste en enten-

der cómo es que en el cabildeo sobre los temas del aborto se ha identi-

ficado una tendencia a la utilización del denominado soft law; pareciera 

que para efecto de crear convicción entre los tomadores de decisiones 

de nuestro país sobre la agenda proaborto es práctica común utilizar 

referencias internacionales a instrumentos que no son vinculantes.2 

Lo primero que debemos definir es el alcance y contenido de la 

expresión soft law; al respecto vale la pena citar al doctrinario Del Toro 

Huerta: “La expresión soft law busca describir la existencia de fenómenos  

jurídicos caracterizados por carecer de fuerza vinculante, aunque no 

carentes de efectos jurídicos o al menos con cierta relevancia jurídica” 

(2006).

Pertenecen al soft law todos los contenidos de carácter internacio-

nal que no han sido incorporados al marco jurídico mexicano; es decir, 

se trata de todos aquellos textos de convenciones o tratados que no 

resultan vinculantes para el Estado Mexicano. 

Recientemente se ha presentado una confusión, pues si bien es 

cierto que antes las sentencias emitidas por tribunales internacionales 

pertenecían también a este cúmulo de normas no vínculantes, al día de 

hoy, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha definido que:

2 En el apartado inmediato posterior se abordará un ejemplo de este uso y de 
cómo es que la fundamentación proviene de instrumentos internacionales que, 
pese a ser jurídicos, no resultan vinculantes para el Estado Mexicano. 
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Los criterios jurisprudenciales de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, con independencia de que el Estado Mexicano haya sido 

parte en el litigio ante dicho tribunal, resultan vinculantes para los 

jueces nacionales al constituir una extensión de la Convención Ame-

ricana sobre Derechos Humanos, toda vez que en dichos criterios  

se determina el contenido de los derechos humanos establecidos en 

ese tratado. (SCJN, 2015) 

Lo cierto es que, al menos hasta el cierre de la edición del presente 

capítulo, se mantiene con claridad el parámetro de que sólo resultan 

vinculantes para el Estado Mexicano —y con ello para todas sus au-

toridades—, los tratados internacionales de los que México sea parte 

y la jurisprudencia emitida por la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos; ésta última con la salvedad de ser vinculante sólo para los 

jueces y siempre que represente un criterio más favorable a la persona.  

El resto de documentos, declaraciones o expresiones, aún cuando pue-

dan formularse por organismos internacionales, no son vinculantes y 

por tanto su aplicación no resulta obligatoria. 

LOS ORGANISMOS INTERNACIONALES Y SUS MECANISMOS DE PRESIÓN.  

EL CASO NUEVO LEÓN 3

Uno de los retos más importantes a partir de la reforma constitucional de  

2011 en materia de Derechos Humanos, consistió en la incorporación 

de la legislación internacional, concretamente de los tratados interna-

cionales, como parte del bloque de control constitucional, contando 

éstos con el mismo rango jerárquico que la constitución (en términos 

formales) y con aplicación material del derecho que más favorezca a 

las personas (principio pro homine). 

3 Es importante mencionar que el presente apartado de este capítulo se realiza 
tomando como referencia el artículo: Rodríguez Alcocer, A. y Marcelo Bartolini 
Esparza (2014). Las recomendaciones de los organismos internacionales como 
herramientas de presión política. Derecho Público Iberoamericano, 5, 231-249. Se 
recomienda ampliamente su lectura. 
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Lo anterior representa un reto, pues como bien mencionan Alcocer 

y Bartolini:

Ante el desconocimiento generalizado de las resoluciones de las cortes 

internacionales y lo establecido en los múltiples tratados internaciona-

les de los que México es parte, se han suscitado intervenciones poco 

afortunadas por parte de algunos organismos internacionales que di-

rigen recomendaciones infundadas a jueces y legisladores bajo la falsa 

premisa de que son vinculantes, con tal de que adopten una postura 

acorde a su agenda ideológica. (2014) 

En este sentido, los autores referidos documentan que en el caso que 

nos ocupa, existe un ejemplo claro respecto al uso del soft law como 

argumento de presión con miras a la despenalización del aborto, uti-

lizado por un grupo determinado. Algunos aspectos que destacan Al-

cocer y Bartolini en su texto son los siguientes:4 

Se registró durante el proceso legislativo de reforma a la Constitución 

Política del estado de Nuevo León […] con el propósito de establecer de 

manera expresa la protección del derecho a la vida desde el momento 

de la fecundación hasta la muerte natural.

[…] el pleno del Congreso del estado de Nuevo León, con fecha 28 

de mayo de 2014, aprobó en primera vuelta la propuesta de reforma 

para admitir a discusión la incorporación expresa del derecho a la vida, 

desde el momento de la fecundación hasta la muerte natural.

De entre las instituciones que reaccionaron y ejercieron más pre-

sión sobre el Congreso del estado de Nuevo León, se encuentran varios 

organismos internacionales que hicieron sentir su presencia mediante 

reuniones privadas de cabildeo e, incluso, con el envío de una carta 

de fecha 9 de junio de 2014, que suscribieron de manera conjunta la 

OACDH, la ONU Mujeres y el Fondo de Población de las Naciones Unidas. 

(2014)

4 Desde luego se recomienda ampliamente la lectura del artículo en comento. 
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El caso es relevante porque estos actores internacionales, con carác-

ter de organismos, ejercieron una presión con base en reglas y razo-

namientos de documentos no vinculantes para obtener un objetivo 

claro: detener el proceso de discusión legislativa, cuestión que —sobra 

decir— lograron. Lo preocupante es, como concluyen los autores del 

artículo multicitado:

Se acredita el presupuesto inicial de que hay organismos internaciona-

les que hacen uso de su facultad para emitir recomendaciones, para 

ejercer presión política en los legisladores de México, para incidir en 

su toma de decisión y llegar incluso a frenar la aprobación definitiva 

de una iniciativa de reforma constitucional. (Alcocer, Bartolini, 2014)

Y el razonamiento podría ir más allá: abusando de la confusión o ig-

norancia respecto de los instrumentos internacionales que devienen 

obligatorios para el Estado Mexicano y sus autoridades, se aprovechan 

para posicionar sus agendas ideológicas contra toda norma jurídica y 

ética. De hecho, es claro que: 

La injerencia de los mencionados organismos internacionales puede 

llegar a ser violatoria del principio de libre autodeterminación y sobe-

ranía de los Estados Parte, ya que ningún precepto normativo de los 

tratados internacionales suscritos y ratificados por México, les faculta 

para intervenir en los asuntos que son esencialmente [y estrictamente] 

de la jurisdicción interna de los Estados. (Alcocer, Bartolini, 2014) 

Ello nos lleva de nuevo a la reflexión sobre si es legal la intervención de 

estos organismos de presión y si dicha intervención puede preciarse  

de ser al menos éticamente correcta, al citar contenido de documen-

tos internacionales que no son vinculantes u obligatorios y hacerlos 

parecer como si lo fueran. Desde luego, la reflexión seguirá abierta y el 

debate público deberá hacer notar este tipo de situaciones. 
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CONCLUSIONES

Lo primero que debe establecerse con toda claridad, es que el derecho 

a la vida se encuentra plenamente reconocido, protegido y garanti-

zado por el derecho internacional, y por lo tanto, lo está por nuestra 

Constitución.

Desde el ámbito internacional, este derecho no encuentra limi-

taciones de ningún tipo; por el contrario, su regulación es extensiva e 

intenta ser la más amplia posible en favor de la máxima protección de 

la vida humana. De este modo, al no encontrar una limitación temporal 

expresa, la única referencia que se hace al respecto establece como 

inicio de la protección de este derecho el de la concepción, por lo cual 

es factible concluir que ésta se encuentra protegida desde ese preciso 

momento. 

No podemos soslayar que los derechos humanos y sus principios 

(tanto a nivel nacional como internacional), han establecido con toda 

claridad la necesidad de otorgar la protección más amplia posible, 

siempre que se cumpla con determinados requisitos, mismos que el 

derecho a la vida cumple cabalmente.

El derecho a la vida es el más básico y elemental de todos los dere-

chos humanos, por lo que su protección debiera resultar incuestiona-

ble. En este sentido y derivado de todo lo anterior, es posible concluir 

que es obligación de absolutamente todas las autoridades de nuestro 

país proteger, garantizar, respetar y promover el derecho a la vida desde 

la concepción, en cumplimiento de lo que mandata el artículo 1º de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (1917), así como 

los Tratados Internacionales de los cuales México es parte.

Por otro lado, es importante hacer notar el papel que han cobra-

do los mecanismos de presión política que ejercen los organismos in-

ternacionales y organizaciones civiles vinculadas a estos temas, cuyo  

objetivo es el posicionamiento de una determinada agenda. Lo anterior 

se presenta sobre todo con el uso del soft law; es decir, a partir de con-

tenidos de carácter internacional que no son vinculantes jurídicamente 

para el Estado Mexicano, pero que al poder ser referencia para éste, 

llegan a causar confusión. 
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Si bien es cierto que dichos mecanismos de presión no son ilegales, 

sí existe al menos un serio cuestionamiento sobre el uso e interpre-

tación que se hace de los mismos, pues muchas veces se emplean 

referencias internacionales a documentos no vinculantes para el Esta-

do Mexicano, haciéndolos parecer regulación obligatoria, lo cual clara-

mente constituye una acción dolosa que confunde a los tomadores de 

decisiones y desvirtúa el verdadero alcance normativo de los derechos 

humanos en nuestro país.

Finalmente, en esta reflexión se debe plantear un debate serio y de 

fondo, relativo a la importancia de que los tomadores de decisiones 

en todos los niveles de gobierno (federal y local) tengan una mayor 

claridad respecto del marco jurídico obligatorio y sus alcances, a la luz 

del parámetro de regularidad constitucional vigente en nuestro país, 

especialmente a raíz de la reforma constitucional de derechos huma-

nos de 2011.

Más allá de las presiones políticas que pudieran ejercer determina-

dos organismos internacionales u organizaciones de la sociedad civil, 

debe reforzarse, entre los actores que conforman los poderes legislati-

vos o gubernamentales, el conocimiento de los alcances e interacción 

entre la legislación internacional y el sistema jurídico mexicano. 

Sin duda se trata de una tarea compleja y todavía inacabada en 

nuestro país, que exigirá un cambio de paradigma cultural, social y ju-

rídico impostergable para la vida de cualquier Estado democrático y 

de derecho.





CAPÍTULO 4

Situación actual del delito  
de aborto en México
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LA FACULTAD PARA LEGISLAR SOBRE ABORTO EN MÉXICO

A ntes de analizar la configuración jurídica del delito del abor-

to en nuestro país, es importante tener en cuenta el ámbito 

competencial en donde se sitúa la legislación en materia 

penal. Para estos efectos, conviene recordar que en térmi-

nos del artículo 40 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, nuestro país se constituyó en 1917 como una República 

representativa, democrática y federal, compuesta de estados libres y 

soberanos, o mejor dicho autónomos, en todo lo concerniente a su 

régimen interior, que se encuentran unidos según los principios esta-

blecidos en la propia Constitución.

Corresponde al artículo 124 constitucional definir un principio bá-

sico de nuestro sistema de distribución de competencias por medio 

del cual se establece que las facultades que no están expresamente 

concedidas a los funcionarios federales, se entienden reservadas a los 

estados o la Ciudad de México.

* Diana Ortiz Trujillo. Doctorando en Derecho por la Universidad Panamericana.
** Marcelo Bartolini Esparza. Licenciado en Derecho por la Universidad La Salle.
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En el caso de la materia penal, el artículo 73 fracción XXI consti-

tucional otorga a la Federación, a través del Congreso de la Unión, la 

facultad expresa para: a) expedir leyes generales que establezcan como 

mínimo, los tipos penales y sus sanciones en las materias de secues-

tro, desaparición forzada de personas, otras formas de privación de 

la libertad contrarias a la ley, trata de personas, tortura y tratos o pe-

nas crueles, inhumanos o degradantes, así como en materia electoral;  

b) la legislación que establezca los delitos y las faltas contra la Federa-

ción y las penas y sanciones que por ellos deban imponerse; así como 

legislar en materia de delincuencia organizada; y c) la legislación única 

en materia de procedimientos penales, de mecanismos alternativos 

de solución de controversias, de ejecución de penas y de justicia penal 

para adolescentes, que regirá en la República en el orden federal y en 

el fuero común.

Sin embargo, no le otorga una facultad exclusiva para legislar en 

materia de aborto. Así pues, al tratarse de una facultad concurrente, 

tanto la federación como los estados y la Ciudad de México, pueden 

legislar en materia de aborto dentro del ámbito de sus respectivas com-

petencias.

Es pertinente aclarar que la legislación federal en materia de abor-

to sigue vigente y se podría aplicar en términos generales, cuando los 

delitos que se cometen en el extranjero producen efectos en el te-

rritorio nacional; cuando se cometen en los consulados, embajadas 

o legaciones mexicanas; a bordo de buques o aeronaves nacionales,  

e inclusive extranjeras, cuando se encuentren en puertos marítimos o 

aeropuertos nacionales, aguas territoriales o el espacio aéreo de nues-

tro país. Lo anterior, con fundamento en los artículos del 1º al 6º del 

Código Penal Federal.

DIAGNÓSTICO NACIONAL SOBRE EL DELITO DE ABORTO

Al hacer una aproximación al contexto normativo que guarda el delito 

del aborto en México, pueden encontrarse algunas diferencias en la 
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descripción del tipo penal, según se trate del Código Penal Federal, los 

códigos penales de cada uno de los estados o la Ciudad de México.

A continuación se presenta un cuadro descriptivo para detallar el 

tratamiento legislativo de este delito en la federación, los 31 estados y 

la Ciudad de México.

Tabla 1. Delito de aborto en los diversos Códigos Penales de México

Entidad Ordenamiento Delito o tipo penal

Federación Código Penal Federal 

(1931)

Art. 329.- Aborto es la muerte 

del producto de la concep-

ción en cualquier momento 

de la preñez.

Aguascalientes Código Penal 

para el estado de 

Aguascalientes (2013)

Art. 101.- Aborto doloso. El 

aborto doloso es la muerte del 

producto de la concepción en 

cualquier momento de la pre-

ñez (...)

Baja California Código Penal para el 

estado de Baja California 

(1989)

Art. 132.- Concepto. - Para los 

efectos de este Código, abor-

to es la muerte del producto 

de la concepción en cualquier 

momento de la preñez.

Baja California 

Sur

Código Penal para el 

estado libre y soberano 

de Baja California Sur 

(2012)

Art. 151.- Concepto de aborto. 

Aborto es la muerte del pro-

ducto de la concepción en 

cualquier momento del em-

barazo.

Campeche Código Penal del estado 

de Campeche (2012)

Art. 155.- Aborto es la interrup-

ción del embarazo en cual-

quier momento de su desarro-

llo. Se entiende por embarazo, 

al período que transcurre en-

tre la implantación en el endo-

metrio del óvulo fecundado y 

el momento del parto (...)
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Entidad Ordenamiento Delito o tipo penal

Ciudad de 

México

Código Penal para el 

Distrito Federal (2002)

Art. 144.- Aborto es la interrup-

ción del embarazo después de 

la décima segunda semana de 

gestación.

Coahuila Código Penal del estado 

de Coahuila de Zaragoza 

(1999)

Art. 357.- Figura típica de abor-

to. Comete aborto quien cau-

sa la muerte al producto de la 

concepción en cualquier mo-

mento del embarazo.

Colima Código Penal para el 

estado de Colima (2014)

Art. 138.- Comete el delito de 

aborto el que cause la muerte 

del producto de la concep-

ción en cualquier momento 

de la preñez.

Chiapas Código Penal para el 

estado de Chiapas 

(2007)

Art. 178.- Comete el delito de 

aborto el que, en cualquier 

momento de la preñez, cause 

la muerte del producto de la 

concepción, aunque ésta se 

produzca fuera del seno ma-

terno, a consecuencia de la 

conducta realizada.

Chihuahua Código Penal del estado 

de Chihuahua (2006)

Art. 143.- Aborto es la muerte 

del producto de la concep-

ción en cualquier momento 

del embarazo (...)

Durango Código Penal del estado 

libre y soberano de 

Durango (2009)

Art. 350.- Comete el delito 

de aborto quien provoque 

la muerte del producto de la 

concepción en cualquier mo-

mento del embarazo intraute-

rino (...)
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Entidad Ordenamiento Delito o tipo penal

Guanajuato Código Penal del estado 

de Guanajuato (2001)

Art. 158.- Aborto es la muerte 

provocada del producto de la 

concepción en cualquier mo-

mento de la preñez.

Guerrero Código Penal para el 

estado libre y soberano 

de Guerrero (2014)

Art. 154.- Concepto de aborto. 

Aborto es la muerte del pro-

ducto de la concepción en 

cualquier momento del em-

barazo. 

Hidalgo Código Penal para el 

estado de Hidalgo (1990)

Art. 154.- Para los efectos de 

este Código, aborto es la muer-

te del producto de la concep-

ción en cualquier momento de 

la preñez (...)

Jalisco Código Penal para el 

estado libre y soberano 

de Jalisco (1982)

Art. 227.- Aborto es la muerte 

del producto de la concep-

ción en cualquier momento 

de la preñez.

México Código Penal del Estado 

de México (2000)

Art. 248.- Al que provoque 

la muerte del producto de la 

concepción en cualquier mo-

mento del embarazo intraute-

rino (...)

Michoacán Código Penal para el 

estado de Michoacán  

de Ocampo (2014)

Art. 141.- Concepto de aborto. 

Aborto es la muerte del pro-

ducto de la concepción en 

cualquier momento del em-

barazo.

Morelos Código Penal del estado 

de Morelos (1996)

Art. 115.- Al que diere muerte al 

producto de la concepción en 

cualquier momento del emba-

razo sea cual fuere el medio 

que empleare (...)
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Entidad Ordenamiento Delito o tipo penal

Nayarit Código Penal para el 

estado de Nayarit (2014)

Art. 335.- Aborto es la muerte 

del producto de la concep-

ción en cualquier momento 

de la preñez.

Nuevo León Código Penal para el 

estado de Nuevo León 

(1990)

Art. 327.- Aborto es la muerte 

del producto desde la con-

cepción, en cualquier momen-

to de la preñez.

Oaxaca Código Penal para el 

estado libre y soberano 

de Oaxaca (1980)

Art. 312.- Aborto es la muerte 

del producto de la concep-

ción en cualquier momento 

de la preñez.

Puebla Código Penal del estado 

libre y soberano de 

Puebla (1986)

Art. 339.- Aborto es la muerte 

del producto de la concep-

ción en cualquier momento 

de la preñez.

Querétaro Código Penal para el 

estado de Querétaro 

(1987)

Art. 136.- Comete el delito de 

aborto el que causa la muerte 

al producto de la concepción 

hasta antes del nacimiento.

Quintana Roo Código Penal para el 

estado libre y soberano 

de Quintana Roo (1979)

Art. 92.- Para los efectos de este 

Código, aborto es la muerte 

del producto de la concepción 

en cualquier momento del em-

barazo intrauterino.

San Luis Potosí Código Penal del estado 

de San Luis Potosí (2014)

Art. 148.- Comete el delito de 

aborto quien causa la muerte 

del producto de la concep-

ción en cualquier momento 

del embarazo (...)
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Entidad Ordenamiento Delito o tipo penal

Sinaloa Código Penal para el 

estado de Sinaloa (1992)

Art. 154.- Se entiende por delito 

de aborto, provocar la muerte 

del producto de la concepción 

en cualquier momento del em-

barazo.

Sonora Código Penal para el 

estado de Sonora (1994)

Art. 265.- Comete el delito de 

aborto quien causa la muerte 

del producto de la concep-

ción, en cualquier momento 

de la preñez.

Tabasco Código Penal para el 

estado de Tabasco 

(1997)

Art. 130.- Aborto es la muerte 

del producto de la concep-

ción causada por actos ejecu-

tados en cualquier momento 

del embarazo.

Tamaulipas Código Penal para el 

estado de Tamaulipas 

(1986)

Art. 356.- Comete el delito de 

aborto el que priva de la vida 

al producto de la concepción 

en cualquier momento de la 

preñez.

Tlaxcala Código Penal para el 

estado libre y soberano 

de Tlaxcala (2013)

Art. 241.- El aborto es la expul-

sión del producto de la preñez 

antes del tiempo en el que el 

feto puede vivir.

Veracruz Código Penal para el 

estado libre y soberano 

de Veracruz de Ignacio 

de la Llave (2003)

Art. 149.- Comete el delito de 

aborto quien interrumpe el 

embarazo en cualquiera de 

sus etapas.

Yucatán Código Penal del estado 

de Yucatán (1986)

Art. 389.- Aborto es la muerte 

del producto de la concep-

ción en cualquier momento 

de la preñez.
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Entidad Ordenamiento Delito o tipo penal

Zacatecas Código Penal para el 

estado de Zacatecas 

(1986)

Art. 310.- Aborto es la muerte 

del producto de la concep-

ción en cualquier momento 

de la preñez. 

Sólo se sancionará el aborto 

consumado; pero cuando la 

tentativa produzca lesiones, 

éstas se perseguirán en todo 

caso.

Fuente: elaboración propia, con información de los códigos penales mencionados

La tabla anterior da muestra de una premisa contundente que se 

presenta como común denominador en los ordenamientos penales 

sustantivos de la federación, las entidades federativas y la Ciudad de 

México: dar muerte al producto de la concepción durante el embarazo 

sigue siendo considerado como una conducta antijurídica y antisocial.

Bajo esta premisa, sostener abiertamente que el aborto es un de-

recho en nuestro país, no sólo es falso o impreciso en el mejor de los  

casos; sino que provoca una lamentable confusión en la opinión pú-

blica, debido a que una conducta no puede ser considerada como 

un delito en la legislación penal de la federación y sus estados y ser 

invocada al mismo tiempo como un derecho, dado que la naturale-

za antijurídica del delito y la exigibilidad del derecho, son excluyentes  

entre sí, especialmente cuando comparten los ámbitos temporal y 

espacial de validez —vigencia y territorio, respectivamente— a que se 

refiere García Máynez (2010).

Esta situación tampoco resiste un análisis desde un punto de vista 

eminentemente lógico, toda vez que, si el aborto se encuentra debida-

mente configurado como una conducta delictiva en todo nuestro país, 

es inconcebible que al mismo tiempo también se trate de un derecho. 

Aun cuando se permitan algunas excusas absolutorias atendiendo a 

las circunstancias, que evitan la imposición de una sanción en el caso 

concreto. 
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Luego entonces, el hecho de que la legislación penal federal y la de 

todos sus estados siga considerando al aborto como un delito y haya 

quienes lo promueven como un derecho, lo único que pone de mani-

fiesto es que impulsan una agenda ideológica que actualiza el principio 

lógico de contradicción, el cual sostiene que es imposible que algo sea 

verdadero y falso al mismo tiempo.

Incluso cuando pareciera que esta contradicción obedece exclu-

sivamente a un aspecto semántico o conceptual, sus implicaciones 

jurídicas cobran relevancia, especialmente dentro los procesos de crea-

ción e interpretación de normas secundarias que se vinculan directa o 

indirectamente con la regulación del aborto y la salud de las mujeres.

EL CASO PARTICULAR DE LA CIUDAD DE MÉXICO

Especial mención merece el caso de la Ciudad de México, que se abor-

dó en un capítulo previo, y se refiere a un Decreto publicado en la 

Gaceta Oficial del Distrito Federal el 26 de abril de 2007, por virtud del 

cual, se reformaron los artículos del 144 al 147 del Código Penal para 

el Distrito Federal y se adicionó un tercer párrafo al artículo 16 Bis 6 y 

un artículo 16 Bis 8 a la Ley de Salud del Distrito Federal (2007), con el 

objeto de despenalizar el aborto dentro de las primeras doce semanas 

de gestación y llamarlo de manera eufemística “Interrupción Legal del 

Embarazo”, así como redefinir el embarazo a partir del momento de la 

implantación del embrión en el endometrio. 

Lo anterior no significa que el aborto haya sido totalmente despe-

nalizado en la Ciudad de México, sino que se recorrió el momento a 

partir del cual se sanciona. Es decir, en la Ciudad de México, el aborto 

también sigue siendo un delito que se sanciona cuando se comete 

después de la décimo segunda semana de gestación.

MODELOS EMPLEADOS PARA REGULAR EL ABORTO EN MÉXICO

En nuestro país existen básicamente dos modelos para regular el delito 

de aborto en la legislación penal, ya sea esta federal o local. 
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El primero de ellos es un modelo de causas que establece una pro-

hibición general de la conducta considerada antijurídica y antisocial, 

contemplando algunos casos de excepción bajo los cuales existe res-

ponsabilidad penal por haber cometido el delito, pero no se sanciona 

atendiendo a ciertas circunstancias especiales.

Por su parte, el modelo de plazos que se introdujo con la mencio-

nada reforma de la Ciudad de México, dejó de lado el criterio de causa 

o circunstancias que dan origen a la conducta, para dar prioridad a 

la configuración del supuesto de despenalización del aborto, a partir 

de un criterio de temporalidad del momento en que se encuentra la 

preñez de la mujer. En ese sentido, el legislador capitalino estableció  

el parámetro de la décimo segunda semana de gestación como ele-

mento primordial de la configuración del tipo penal. 

Bajo ese orden de ideas, resulta evidente que los códigos penales 

sustantivos de todas las entidades federativas del país regulan el delito de  

aborto bajo un modelo de causas, en contraste al caso de la Ciudad 

de México, que otorga un tratamiento legislativo diferenciado bajo los 

criterios descritos.

RÉGIMEN DE SANCIONES

Ahora bien, por lo que hace al régimen de sanciones del delito de abor-

to, podemos encontrar una amplia gama de penas que van de una 

máxima de seis años de prisión a la mujer que da su consentimiento 

para que se le practique un aborto en el estado de Sonora (art. 266, 

1994), hasta llegar a una pena de prisión máxima de dos meses en el 

estado de Tlaxcala (art. 242, 2013), según se muestra en la figura 1. 

Resulta llamativo que algunas entidades federativas han optado 

por establecer medidas alternativas a las penas privativas de libertad, 

tales como el trabajo a favor de la comunidad, el tratamiento médico y 

psicológico, así como la aplicación de medidas educativas y de salud, 

como se muestra en la figura 2.
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Figura 1. Penas máximas previstas en los Códigos Penales del país para el 

delito de aborto voluntario

6 años Sonora

5 años Federación, Baja California, Morelos, 

Tamaulipas, Yucatán, Oaxaca, Puebla

4 años Colima

3 años Coahuila, Chihuahua, Durango, 

Guanajuato, Guerrero, Hidalgo, Estado de 

México, San Luis Potosí, Sinaloa, Tabasco, 

Aguascalientes, Nayarit, Querétaro

2 años Campeche, Quintana Roo, Baja California 

Sur, Jalisco, Zacatecas

1 año Nuevo León

6 meses Ciudad de México

2 meses Tlaxcala

Fuente: Elaboración propia con la información de los Códigos Penales del país
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Figura 2. Medidas alternativas que se han adoptado en varios Códigos 

Penales del país

Fuente: Elaboración propia con la información de los Códigos Penales vigentes en México

Baja California Sur
Art. 155.- Posibilidad de conmutar 
la pena privativa de libertad por 
trabajo a favor de la comunidad 
hasta por 200 jornadas.

Jalisco 
Art. 228.- El juez queda facultado 
para sustituir la pena privativa de 
libertad por un tratamiento médico 
integral, bastando que lo solicite  
y ratifique la responsable, siempre y 
cuando no haya reincidencia.

Michoacán
Art. 145.- De seis meses a un año  
de trabajo a favor de la comunidad.

Ciudad de México
Art. 145.- De 100 a 300 días de 
trabajo a favor de la comunidad.

Morelos
Art. 117.- La pena privativa de libertad 
podrá sustituirse por tratamiento 
médico o psicológico, bastando  
que lo solicite y ratifique la indiciada.

Tamaulipas 
Art. 357.- El juez queda facultado 
para sustituir la pena privativa  
de libertad por tratamiento médico 
integral, bastando que lo solicite  
y ratifique la responsable. Salvo  
que se trate de reincidencia.

Veracruz
Art. 150.- Tratamiento en libertad, 
consistente en la aplicación  
de medidas educativas y salud.

Yucatán
Art. 392.- El juez queda facultado 
para sustituir las penas por un 
tratamiento médico integral, 
bastando que lo solicite y ratifique  
la responsable.

Campeche
Art. 155.- Se impondrá de 24  
a 72 jornadas de trabajo a favor 
de la comunidad a la mujer que 
voluntariamente practique su 
aborto antes de las 12 semanas  
de embarazo.

Chiapas
Art. 70 en relación con el 183.- 
Atención integral con perspectiva  
de género siempre que lo solicite  
la responsable.
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EXCUSAS ABSOLUTORIAS

En México existen excusas absolutorias o supuestos de abortos no pu-

nibles que varían de estado a estado, en cuanto a su sentido y alcance. 

La acreditación de las excusas absolutorias tiene como consecuencia 

evitar la sanción del delito de aborto, a pesar de haberlo cometido.

Estas excusas pueden consistir en la conducta imprudente de la 

mujer, los embarazos provenientes de violación, los llamados abortos 

terapéuticos o eugenésicos, la inseminación artificial no consentida y 

por razones económicas.

a. Aborto culposo. El denominado aborto culposo, que es conse-

cuencia de una conducta negligente o imprudente de la mujer 

embarazada, no está castigado en el Código Penal Federal (art. 

333) y en los estados de: Aguascalientes (art. 196, 2013), Baja 

California (art. 136, fracción I, 1989), Baja California Sur (art. 156, 

fracción IV, 2012), Campeche (art. 159, fracción I, 2012), Coahui-

la (art. 361, fracción I, 1999), Colima (art. 141, fracción I, 2014), 

Chiapas (arts. 88 y 178, 2007), Chihuahua (art. 146, fracción III, 

2006), Ciudad de México (art. 148, fracción IV, 2002), Durango 

(art. 150, fracción I, 2009), Guanajuato (art. 163, 2001), Guerrero 

(art. 159, fracción IV, 2014), Hidalgo (art. 158, fracción I, 1990), 

Jalisco (art. 229, 1982), México (art. 251, fracción I, 2000), Mi-

choacán (art. 146, fracción IV, 2014), Morelos (art. 119, fracción I,  

1996), Nayarit (art. 371, 2014), Oaxaca (art. 316, fracción I, 1980) 

Puebla (art. 343, fracción I, 1986), Querétaro (art. 142, fracción I,  

1987), Quintana Roo (art. 97, fracción I, 1979), San Luis Potosí 

(art. 150, fracción I, 2014), Sinaloa (art. 158, fracción III, 1992), 

Sonora (art. 269, 1994), Tabasco (arts. 61 y 130, 1997), Tamaulipas 

(art. 361, fracción I, 1986), Tlaxcala (art. 243, fracción I, 2013), 

Veracruz (art. 154, fracción I, 2003), Yucatán (art. 393, fracción I,  

2000) y Zacatecas (art. 312, 1986). Morelos, por su parte, exige 

que sea notoriamente culposa la conducta de la mujer emba-

razada (art. 119, 1996).

b. Aborto en caso de violación. Un aspecto medular dentro de 

este análisis lo constituye el caso del aborto practicado en  
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casos de embarazos provenientes de violación. Llama la aten-

ción el contraste regulatorio que se presenta en este supuesto, 

pues existen entidades federativas que lo autorizan sin estable-

cer mayores requisitos. Tal es el caso de Aguascalientes (art. 

103, 2013), Baja California Sur (artículo 156, fracción I, 2012), 

Ciudad de México (art. 148, fracción I, 2002), Durango (art. 150, 

fracción II, 2009), Guanajuato (art. 163, 2001), Guerrero (art. 159, 

fracción I, 2014), Jalisco (art. 229, 1982), México (art. 251, frac-

ción II, 2000), Morelos (art. 119, fracción II, 1996), Nayarit (art. 371, 

2014), Nuevo León (art. 331, 1990), Puebla (art. 343, fracción II, 

1986), Querétaro (art. 142, fracción II, 1987), San Luis Potosí (art. 

150, fracción II, 2014), Sinaloa (art. 158, fracción II, 1992), Sonora 

(art. 269, 1994), Tabasco (art. 136, fracción I, 1997), Tamaulipas 

(art. 361, fracción II, 1986), Tlaxcala (art. 243, fracción II, 2013), Yu-

catán (art. 393, fracción II, 2000), y Zacatecas (art. 312, 1986). En 

contraste, otras entidades federativas establecen requisitos de 

temporalidad. Así por ejemplo, Campeche (art. 159, fracción II,  

2012) y Michoacán (art. 146, fracción I, 2014) piden que se realice 

dentro de las primeras doce semanas del embarazo, en tanto 

que otros fijan ese plazo en 90 días o 3 meses, como sucede 

con Baja California (artículo 136, 1989), Coahuila (art. 361, frac-

ción II, 1999), Colima (art. 141, fracción II, 2014), Chiapas (art. 181, 

2007), Chihuahua (art. 146, fracción I, 2006), Hidalgo (art. 158, 

fracción II, 1990), Oaxaca (art. 316, fracción II, 1980), Quintana 

Roo (art. 97, fracción II, 1979) y Veracruz (art. 154, fracción II, 

2003). Por lo que hace a la comprobación de la violación, al-

gunos estados exigen que el procedimiento penal se encuen-

tre debidamente iniciado, tal es el caso de Aguascalientes (art. 

103, 2013). Otros en cambio, sostienen que no es necesaria la 

sentencia ni el proceso penal, sino que basta que el Ministerio 

Público compruebe los hechos. Así lo contemplan los estados 

de Baja California (art. 136, fracción II, 1989), Guerrero (art. 159, 

fracción II, 2014), Hidalgo (art. 158, fracción II, 1990), San Luis 

Potosí (art. 150, fracción III, 2014) y Tabasco (art. 136, fracción I,  

1997). En el caso del estado de Quintana Roo (art. 97, 1979), 
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basta la denuncia penal. Finalmente, la autorización previa del 

Ministerio Público o juez competente es requerida por los es-

tados de Aguascalientes (art. 9, 2013), Baja California (art. 136, 

1989), Guerrero (art. 121, 2014) e Hidalgo (art. 158, 1990).

c. Aborto terapéutico. El llamado aborto terapéutico, consisten-

te en la excusa que otorga la legislación penal cuando la mujer 

corre peligro de muerte o grave afectación de su salud. Exigen 

la presencia de grave peligro de muerte los estados de Aguasca-

lientes (art. 103, 2013), y Quintana Roo (art. 97, fracción IV, 1979); 

en tanto que exigen la presencia de peligro de muerte los esta-

dos de Baja California (art. 136, fracción III, 1989), Chiapas (artí-

culo 181, 2007), Chihuahua (art. 146, fracción II, 2006), Durango 

(art. 150, fracción III, 2009), México (art. 251, fracción III, 2000), 

Morelos (art. 119, fracción III, 1996), Oaxaca (art. 316, fracción III, 

1980), Puebla (art. 343, fracción III, 1986), San Luis Potosí (art. 150, 

fracción III, 2014), Sinaloa (art. 158, fracción I, 1992), Sonora (art. 

270, 1994), Tabasco (art. 136, fracción II, 1997), Veracruz (art. 154, 

fracción III, 2003), y Yucatán (art. 393, fracción III, 2000). Por su 

parte, requieren que exista peligro de muerte o de grave afecta-

ción de su salud, los estados de Baja California Sur (art. 156, frac-

ción II, 2012), Campeche (art. 159, fracción III, 2012), Chihuahua 

(art. 146, fracción II, 2006), Ciudad de México (artículo 148, frac-

ción II, 2002), Coahuila (art. 361, fracción III, 1999), Colima (artí-

culo 141, fracción III, 2014), Guerrero (art. 159, fracción II, 2014), 

Hidalgo (art. 158, fracción III, 1990), Jalisco (art. 229, 1982), Mé-

xico (art. 251, fracción III, 2000), Michoacán (art. 146, fracción II,  

2014), Nayarit (art. 372, 2014), Tamaulipas (art. 361, fracción III,  

1986), Nuevo León (art. 331, 1990), Tlaxcala (art. 243, fracción  

IV, 2013), y Zacatecas (art. 313, 1986).

d. Aborto eugenésico. El denominado aborto eugenésico, con-

siste en la excusa que otorga la legislación penal cuando el bebé 

presenta problemas congénitos o de malformación, y está tole-

rado por los estados de Baja California Sur (art. 156, fracción III,  

2012), Coahuila (art. 361, fracción IV, 1999), Colima (art. 141, frac-

ción IV, 2014), Chiapas (art. 181, 2007), Ciudad de México (art. 
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148, fracción III, 2002), Guerrero (art. 159, fracción III, 2014), Hidal-

go (art. 158, fracción IV, 1990), México (art. 251, fracción IV, 2000), 

Michoacán (art. 146, fracción III, 2014), Morelos (art. 119, fracción 

IV, 1996), Oaxaca (art. 316, fracción IV, 1980), Puebla (art. 343, 

fracción IV, 1986), Quintana Roo (art. 97, fracción III, 1979), Vera-

cruz (art. 154, fracción IV, 2003) y Yucatán (art. 393, fracción V,  

2000). De ellos, algunos se bastan con la existencia genérica 

de “causas eugenésicas graves”. Tal es el caso de Oaxaca (art. 

316, 1980), Puebla (art. 343, 1986) y Tlaxcala (art. 243, fracción V,  

2013). Otros requieren la existencia de alteraciones genéticas o 

congénitas que ocasionen defectos físicos o mentales graves 

en el bebé, como por ejemplo los estados de Baja California Sur 

(art. 252, 2012), Coahuila (art. 361, 1999), Colima (art. 190, 2014), 

Chiapas (art. 136 bis, 2007), Guerrero (art. 121, 2014), México (art. 

251, 2000), Morelos (art. 119, 1996), Quintana Roo (art. 97, 1979), 

Veracruz (art. 154, 2003) y Yucatán (art. 393, 2000). Finalmente, 

la Ciudad de México (art. 148, 2002), exige que esos defectos 

genéticos pongan en riesgo la sobrevivencia del niño por nacer.

e. Aborto por inseminación no consentida. Por su parte, el lla-

mado aborto por inseminación no consentida hace referencia, 

como su nombre lo indica, a la excusa que deriva del hecho 

de haber inseminado a una mujer con los espermatozoides de  

un hombre, sin que ésta haya otorgado su consentimiento pre-

viamente y por escrito. Se contempla en los estados de Baja 

California (art, 136, fracción II, 1989), Baja California Sur (art. 156, 

fracción I, 2012), Colima (art. 141, fracción II, 2014), Ciudad de 

México (art. 148, fracción I, 2002), Guerrero (art. 159, fracción I, 

2014), Morelos (art. 119, fracción V, 1996), San Luis Potosí (art. 150, 

fracción II, 2014), Tabasco (art. 136, fracción I, 1997), Tlaxcala (art. 

243, fracción III, 2013), y Veracruz (art. 154, fracción II, 2003). Los 

estados de Chihuahua (art. 146, fracción I, 2006), Hidalgo (art. 

158, fracción II, 1990) y Veracruz (art. 154, fracción II, 2003) exi-

gen, además, que el embarazo no tenga más de 90 días y en el 

caso de Michoacán (art. 146, fracción I, 2014), que el embarazo 

no tenga más de 12 semanas.
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f. Aborto por razones económicas. El denominado aborto por 

razones económicas no es muy común y se encuentra en la 

legislación penal del estado de Michoacán (art. 146, fracción I,  

2014), y en el caso específico de Yucatán (art. 393, fracción IV, 

2000), se excusa el aborto por causas económicas graves y 

justificadas, siempre que la mujer embarazada tenga al menos 

tres hijos.

TRATAMIENTO DEL DELITO DE ABORTO EN EL NUEVO  

SISTEMA DE JUSTICIA PENAL

El pasado 18 de junio de 2008 se publicó en el Diario Oficial de la Fede-

ración una reforma a los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22; 73 en sus frac-

ciones XXI y XXIII; 115 en fracción VII y 123 en su apartado B, fracción XIII, 

todos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que 

sentó las bases para un nuevo sistema de justicia penal a nivel nacional. 

Con fundamento en dicha reforma, el Congreso de la Unión apro-

bó el Código Nacional de Procedimientos Penales, que se publicó en 

el Diario Oficial de la Federación el 5 de marzo de 2014.

Para efectos prácticos, la consecuencia de esto es que subsisten 

los delitos previstos en los Códigos Penales de la Federación, los esta-

dos y la Ciudad de México, pero se uniformó la manera de llevar a cabo 

las investigaciones y juicios en todo el país, a través del referido Código 

Nacional de Procedimientos Penales.

Bajo este nuevo sistema de justicia penal las funciones de acusa-

ción y del enjuiciamiento se encuentran totalmente separadas. Se rige, 

entre otros, por los principios de publicidad, contradicción, continui-

dad, concentración e inmediación. Las etapas del nuevo procedimiento  

penal comprenden la de investigación, ya sea inicial o complementaria, 

la intermedia o de preparación del juicio, y la de juicio (Código Nacional 

de Procedimientos Penales, 2014).

Se presume la inocencia de toda persona, mientras no se declare 

su responsabilidad mediante sentencia emitida por el juez encargado 

de resolver su expediente, quedando el Ministerio Público obligado a  
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demostrar la culpabilidad a través de pruebas obtenidas sin violar los 

derechos fundamentales (Código…, 2014).

Con motivo de esta presunción de inocencia, tanto el artículo 

19 de la mencionada reforma constitucional, como el artículo 19 del 

Código Nacional de Procedimientos Penales, establecen un régimen 

excepcional para la prisión preventiva, que el Ministerio Público puede 

solicitar al juez competente, cuando otras medidas cautelares no sean 

suficientes para garantizar la comparecencia del acusado, el desarro-

llo de la investigación, la protección de la víctima, de los testigos o la 

comunidad, así como cuando el acusado esté siendo procesado o 

haya sido sentenciado previamente por haber cometido un delito do-

loso. Aclarando más adelante que el juez ordenará la prisión preventiva 

invariablemente en los casos de delincuencia organizada, homicidio 

doloso, violación, secuestro, delitos cometidos con medios violentos 

como armas o explosivos, así como delitos graves que determine la ley 

en contra de la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la perso-

nalidad y de la salud. 

Al respecto, es de hacer notar que el aborto no se encuentra den-

tro de esta lista de delitos considerados como graves. Es decir, en el 

nuevo sistema de justicia penal no se prevé la prisión preventiva para 

la mujer acusada de haber cometido el delito de aborto, por lo que 

tendría que seguir las etapas de investigación, preparación del juicio 

y juicio, en su caso, en libertad. Ello se puede considerar como una 

ventaja de este nuevo sistema de justicia penal, ya que no criminaliza 

a la mujer. 

CONCLUSIONES

Como ha quedado demostrado, resulta evidente que la configuración 

jurídica del delito del aborto en México, si bien se rige bajo los matices 

propios de la regulación particular y la noción del legislador local de las 

entidades federativas, mantiene elementos comunes en todo el país 

que deben destacarse.
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En primer lugar, el aborto, en tanto figura estrictamente jurídica, 

no ha dejado de ser un delito y como tal, posee las características que 

son propias de las conductas que el legislador ha considerado como 

antijurídicas o antisociales desde la diversidad de perspectivas o trata-

mientos que le otorga la legislación penal.

Bajo esta premisa básica, a pesar de que en el debate público se 

hable del aborto desde una óptica de derechos fundamentales, no 

debe perderse de vista que la esencia de su diseño normativo en nues-

tro país es evitar la muerte del niño por nacer en cualquier momento 

de la preñez, exceptuando el caso particular del tratamiento legislativo 

adoptado en la Ciudad de México.

Si el aborto es un delito que en todas las entidades federativas y 

la propia federación mantiene una regulación contundente y sólida, 

es preciso plantearnos las siguientes cuestiones a manera de reflexión 

final: ¿cuáles son los retos que enfrenta su diseño jurídico a luz del 

nuevo sistema de justicia penal de tipo acusatorio? ¿Cómo debe in-

terpretarse la configuración del tipo penal frente a conceptos como el 

de “interrupción voluntaria del embarazo” previsto en el marco de una 

ley general? ¿Es posible que, a través de normas inferiores —como el 

caso de las normas oficiales mexicanas— se redefinan los parámetros 

normativos de delito de aborto, cuya revisión o modificación es exclu-

siva del legislador ordinario en materia penal? ¿Puede un tipo penal ser 

modificado en cuanto a su sentido y alcance jurídico, a través de la vía 

de la regulación administrativa? 
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LA PRÁCTICA DEL ABORTO EN ESTABLECIMIENTOS PÚBLICOS Y 

PRIVADOS: ANÁLISIS DE LA REGULACIÓN ADMINISTRATIVA 1

R ealizar un análisis crítico de lo que representó la aprobación 

del aborto en el Distrito Federal, (en adelante Ciudad de Mé-

xico), implica revisar cómo es que este cambio legislativo se 

tradujo en una política pública. De hecho, el análisis de dicha 

política pública implica saber cómo se reguló, desde el punto de vista 

administrativo, la ejecución de los procedimientos que conducen al 

aborto. 
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Si se revisan las fuentes documentales y legislativas de este tema, 

uno de los argumentos más importantes de quienes defienden la des-

penalización del aborto consiste en sostener que “el acceso al aborto 

legal y seguro es parte esencial de los servicios de salud reproductiva 

[… y que] el aborto realizado en condiciones inseguras y marcos lega-

les restringidos se relaciona con una elevada morbilidad y mortalidad 

materna” (GIRE, 2013). De hecho, en este sentido explican: 

El aborto es un problema de salud pública, que genera casi 47,000 

muertes al año alrededor del mundo, aportando 13% de todas las cau-

sas de muerte materna; y casi cinco millones de complicaciones, algu-

nas de ellas permanentes; es decir, el aborto realizado en condiciones 

inseguras y marcos legales restringidos se relaciona con […] mortalidad 

materna.2 (GIRE, 2013)

Por ello, para quienes defienden la existencia de marcos legales que 

permitan el aborto, existe una correlación entre éstos y la disminución 

de la morbilidad y mortalidad materna; de hecho, así tratan de expli-

carlo en múltiples informes. La idea de los promotores del aborto es 

que la despenalización de éste reduce la mortalidad materna (Clarke, 

Mühlrad, 2016).3

Ahora bien, no está de más mencionar que la afirmación anterior es 

controvertida y se encuentra dentro de un debate permanente en este 

tema. La razón es sencilla: la correlación de variables es imprecisa, pues 

existen otros factores que se dejan fuera de este análisis, volviéndola 

una explicación muy simple del problema.4 

2 Excede a los límites del presente trabajo analizar a detalle este dato, pero no está 
de más decir que el mismo no demuestra por sí mismo por qué el aborto es 
un problema de salud pública, y que dicho estudio tampoco disgrega las esta-
dísticas para justificar a éste como un problema de salud pública para el caso 
concreto de México. 

3 Al respecto, el informe en cita explica y desarrolla esta tesis a partir de un estudio 
estadístico. El apartado posterior profundizará en el análisis de la mortalidad ma-
terna y el aborto tanto en México como en la Ciudad de México.

4 Con el objetivo de poner de manifiesto el debate existente se recomienda la lec-
tura de Koch et al., 2015. 
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Dicho lo anterior, el presente apartado buscará resolver una in-

terrogante central: ¿el cambio legislativo que permitió el aborto en la 

Ciudad de México se tradujo en medidas adicionales de regulación 

administrativa? Para responder lo anterior, se plantea primero explicar 

qué se entenderá por regulación administrativa y en un segundo mo-

mento, se analiza de manera breve la regulación administrativa creada 

a partir de la reforma legislativa en la Ciudad de México. 

REGULACIÓN ADMINISTRATIVA: CONCEPTO Y ALCANCES

Si entendemos que el Derecho Administrativo se define en términos 

amplios como “el conjunto de principios y reglas jurídicas que rigen 

la actividad administrativa de las entidades públicas y de las personas 

privadas que participan en esa actividad o que son afectadas por ellas” 

(Rodríguez, 2002), podemos entonces explicar que la regulación admi-

nistrativa es sólo una expresión de esta rama del derecho que puede 

manifestarse desde distintos ángulos. 

Dicho lo anterior, partimos de que la regulación administrativa 

(concepto central en nuestro desarrollo) se define como: “una actividad 

de la administración en el sentido de que la intervención se desarro-

lla en lo fundamental mediante disposiciones y actos administrativos”  

(Montero, 2014). 

Es decir, cuando se hace referencia al término “regulación adminis-

trativa” estamos hablando del conjunto de disposiciones y actos admi-

nistrativos que emanan de algún órgano de la administración pública; 

es decir, disposiciones de tipo ejecutivas, más no legislativas.5 

En ese sentido, y en el caso que nos ocupa, se trata de todas aque-

llas disposiciones o actos administrativos que derivaron o se realizaron 

con posterioridad a la reforma legislativa que permitió el aborto en la 

Ciudad de México. 

5 Pueden existir muchas otras definiciones respecto del término en comento; sin 
embargo, para fines prácticos y por economía en el espacio y tema de esta publi-
cación, se entenderá a la regulación administrativa en los términos que han sido 
definidos en el párrafo al que se hace referencia. 
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REGULACIÓN ADMINISTRATIVA EN MATERIA DE “INTERRUPCIÓN LEGAL  

DEL EMBARAZO” EN LA CIUDAD DE MÉXICO

Es interesante observar que, después de la aprobación legislativa que 

permitió la práctica del aborto en la Ciudad de México, dicho gobierno,  

tal y como se precisó en el capítulo segundo del presente informe, ha 

emitido diversas disposiciones normativas a saber: 

1. Los Lineamientos Generales de organización y operación de los 

servicios de salud relacionados con la interrupción del embarazo en 

el Distrito Federal (Circular/GDF-SS-DF/02/02,2002), los cuales fueron 

modificados  mediante  la Circular/GDF-SSDF/01/06 (2006); el “Acuerdo 

que reforma, adiciona y deroga diversos puntos de la Circular/GDF-SS-

DF/01/06 que contiene los Lineamientos generales de organización y 

operación de los servicios de salud relacionados con la interrupción 

del embarazo en el Distrito Federal (2007); y el “Acuerdo que reforma, 

adiciona y deroga diversos puntos de la Circular/GDF-SSDF-01/06 que 

contiene los Lineamientos generales de organización y operación de 

los servicios relacionados con la interrupción legal del embarazo en el 

Distrito Federal publicada en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 15 

de noviembre de 2006” (2012). 

2. El Acuerdo No. A/004/2002 del Procurador General de Justicia 

del Distrito Federal, por el que se establecen lineamientos para la ac-

tuación de los Agentes del Ministerio Público, para autorizar el aborto 

cuando sea resultado de una violación o de una inseminación artificial 

no consentida, de conformidad con lo establecido en el artículo 131 bis 

del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal (Acuerdo 

número A/004/2002). 

3. Acuerdo  A/004/06 del Procurador General de Justicia del Distrito 

Federal, por el que se establece el instructivo sobre el procedimiento 

de la interrupción legal del embarazo y anticoncepción de emergencia 

en los casos de violación (Acuerdo A/004/06, 2006).

4. El Manual de procedimientos para la “interrupción legal del 

embarazo” en las unidades médicas, emitido en el año 2008 por la 

Secretaría de Salud del Distrito Federal. 

5. Reglamento de la Ley de Salud del Distrito Federal (2011). 
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Dicho esto, es importante realizar un análisis general de las disposicio-

nes administrativas que consideramos más relevantes.

1. Lineamientos Generales de Organización y Operación de los Ser-

vicios de Salud relacionados con la Interrupción del Embarazo en el 

Distrito Federal. En términos generales los lineamientos buscan regular 

la organización y operación a que se sujetarán las autoridades y los 

profesionales de la medicina adscritos a unidades médicas del sector 

público, social y privado de la Ciudad de México en los procedimientos 

de “interrupción legal del embarazo”.

Al respecto, es importante enfatizar que dichos lineamientos de-

sarrollan un contenido regulatorio sumamente limitado, destacándose 

lo siguiente:

Las unidades médicas donde podrán realizarse procedimientos de 

aborto, contemplados en los puntos cuarto y quinto de estos Lineamien-

tos Generales, serán las pertenecientes al sector público o privado que 

cumplan con los requisitos establecidos en la NOM-205-SSA1-2002 “Para la 

Práctica de la Cirugía Mayor Ambulatoria”, y que dispongan de personal 

médico gineco-obstetra o cirujano general debidamente capacitado y 

adiestrado para realizar el procedimiento (Lineamientos…, 2006).

En este orden de ideas, destaca que los lineamientos, lejos de es-

tablecer una regulación administrativa específica, realizan un reenvío 

normativo a la Norma Oficial Mexicana encargada de regular la práctica 

de las cirugías mayores ambulatorias. 

2. Manual de Procedimientos para la Interrupción Legal del Em-

barazo en las Unidades Médicas (2008). El Manual es un instrumento 

de naturaleza estrictamente administrativa que resulta aplicable úni-

camente a las unidades médicas del sector salud de la Ciudad México. 

Grosso modo, sigue los parámetros establecidos en los lineamien-

tos y detalla los procedimientos a los que deberá sujetarse el personal 

de salud que atienda dichos abortos; detallando tiempos de atención 

y mecanismos a seguir (Secretaría de Salud, 2008). 

Sin embargo, aún y cuando los procedimientos de atención que 

regula el Manual son específicos, de su análisis no se desprende ninguna 

disposición relacionada con la atención de la salud de las mujeres, lo cual 

tampoco guarda congruencia con las promesas anunciadas en 2007. 
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A lo anterior se suma otra carencia: el nulo interés de la autoridad 

por recabar información sobre las mujeres que se han sometido a uno 

o más abortos, lo cual no sólo no hace visible el problema, sino que 

dificulta su estudio y la posibilidad de disminuir su incidencia.

De hecho, la observación en este caso sigue siendo que estos pro-

cedimientos estandarizados sólo resultan aplicables al sector salud de 

la Ciudad de México y que los mismos no resultan vinculantes para las 

clínicas privadas que los llevan a cabo, las cuales pueden actuar con 

completa y absoluta discreción a consecuencia de los vacíos legales 

existentes en el tema, cuestión que se abordará más adelante. 

CARENCIA DE REGULACIÓN ADMINISTRATIVA DE SUPERVISIÓN Y 

VERIFICACIÓN EN ESTABLECIMIENTOS PRIVADOS QUE PRACTICAN LA 

“INTERRUPCIÓN LEGAL DEL EMBARAZO”

Como se ha dicho anteriormente, y luego de hacer una breve ex-

posición de las disposiciones administrativas vigentes en la Ciudad  

de México, queda claro que una vez aprobada la “interrupción legal 

del embarazo”, la regulación administrativa emitida con posterioridad 

por las autoridades capitalinas, resulta inocua y carente de sentido.

Lo anterior demuestra que el argumento respecto del aborto —visto  

como problema de salud pública y de una aparente correlación entre 

marcos legales afines a su práctica y una disminución de la mortali-

dad materna— es simple retórica para promover una visión ideológica 

del tema.  

CONSIDERACIONES

A partir de lo analizado, nos permitimos realizar algunas reflexiones pre-

cisas. La primera, como se vio, tiene que ver con la escasa traducción 

en disposiciones administrativas de un cambio legislativo que permite 

la práctica del aborto, dentro de un lapso específico, característica que 

al menos cuestiona el argumento utilizado en la promoción del cam-

bio legislativo respecto de la preocupación por lo que denominan “un 

problema de salud pública”. 
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La segunda reflexión tiene que ver con la nula vigilancia y un inexis-

tente control de los establecimientos privados que realizan abortos. De 

hecho, la inexistencia de disposiciones administrativas que regulen esta 

problemática provoca que los establecimientos operen con un amplio 

margen de discrecionalidad. 

Además, la falta de información integral en torno a la práctica del 

aborto y sus consecuencias, son factores que no han contribuido a la 

reducción de esta problemática ni de su incidencia en la Ciudad de 

México. 

Finalmente, valdría la pena replantearnos si las medidas legislativas 

que pretendieron traducirse en políticas públicas realmente resolvieron 

la problemática detectada; o si por el contrario, dichas medidas propi-

ciaron un nuevo vacío de fondo en detrimento del derecho a la salud 

de las mujeres y del Estado mismo.

LA DESPENALIZACIÓN DEL ABORTO Y LA MORTALIDAD MATERNA EN LA 

CIUDAD DE MÉXICO 6

LA MORTALIDAD MATERNA EN EL MUNDO

La Organización Mundial de la Salud (OMS) ha señalado que existen as-

pectos cruciales para disminuir la mortalidad materna.7 Los más impor-

tantes son: la atención de la mujer embarazada por personal calificado 

antes, durante y después del parto, el acceso a medicamentos, equipos 

e infraestructura adecuados, un sistema eficiente de comunicación y 

remisión a otros establecimientos de salud, así como transporte de 

urgencia para los casos que así lo requieran. Dicho organismo ha hecho 

6 Este apartado y el siguiente son de la coautoría de Cándido Pérez Hernández y A. 
Jimena Contreras Díaz.

7 La OMS define la mortalidad materna como la muerte de una mujer mientras está 
embarazada o dentro de los 42 días siguientes a la terminación del embarazo, 
independientemente de la duración y el sitio del embarazo, debida a cualquier 
causa relacionada con o agravada por el embarazo mismo o su atención, pero 
no por causas accidentales o incidentales.
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especial énfasis en establecer soluciones para prevenir o tratar com-

plicaciones que puedan ser detectadas mediante visitas al médico y 

protocolos para atenderlas. Por lo anterior, actualmente se considera 

que la mayor parte de las causas de muerte materna son evitables (OMS, 

2005; OMS, 2016). 

La mortalidad materna se reconoce como una de las grandes pro-

blemáticas mundiales, en la que se observan grandes avances en países  

desarrollados y enormes rezagos en la gran mayoría de los países  

en desarrollo. Por ello, en septiembre de 2000, la Asamblea General de 

la ONU aprobó una resolución denominada la Declaración del Milenio. 

En dicha resolución los países integrantes se comprometieron a alcan-

zar una serie de metas llamadas Objetivos de Desarrollo del Milenio. 

Dentro de tales Objetivos se planteó como una de las metas: “Reducir, 

entre 1990 y 2015, la tasa de mortalidad materna en tres cuartas partes” 

(ONU, 2000). Este acuerdo sentó un importante precedente a nivel in-

ternacional hacia la disminución de la mortalidad materna. 

Lamentablemente, no se alcanzó la meta a nivel global, pues la 

reducción fue de 44%, muy por debajo del 75% anhelado. Sin embargo, 

la supervivencia materna ha mejorado significativamente, la reducción 

alcanzada significó pasar de 380 muertes maternas por cada 100 mil 

nacidos vivos en 1990 a 216 en 2015 (OMS, 2016), (ver Gráfico 1).

Gráfico 1. Razón de Mortalidad Materna (RMM) global en el periodo de 

1990 a 2015
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MORTALIDAD MATERNA EN MÉXICO Y LA CIUDAD DE MÉXICO

Al igual que muchos otros países, México ha mantenido un descenso 

en la mortalidad materna durante las últimas décadas. El compromiso 

adquirido en los Objetivos de Desarrollo del Milenio impulsó los esfuer-

zos para alcanzar la meta planteada. 

Durante la segunda parte de la década del 2000, se generaron 

políticas públicas encaminadas a priorizar la salud materna. Uno de los 

hechos más relevantes fue el acceso universal a la atención obstétrica 

a través del programa Embarazo Saludable, que facilitó la afiliación de 

todas las mujeres embarazadas al Seguro Popular. 

A la par, se ampliaron las transferencias a los sistemas estatales de 

salud y se establecieron entidades prioritarias a través del Programa 

de Acción Específico Arranque Parejo en la Vida (después denominado  

Programa de Acción Específico Salud Materna y Perinatal) que ha bus-

cado disminuir brechas en la Razón de Mortalidad Materna (RMM) entre 

estados. 

Posteriormente se lanzó la Estrategia integral para acelerar la re-

ducción de la mortalidad materna en México, cuyo objetivo fue impulsar 

mejores prácticas al respecto. Asimismo, poco después se concretó un 

Convenio General de Colaboración Interinstitucional para la Atención de 

la Emergencia Obstétrica entre el Instituto Mexicano del Seguro Social 

(IMSS), el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 

del Estado (ISSSTE) y la Secretaría de Salud, en el cual se estableció que 

todas las mujeres que presenten complicaciones obstétricas deben ser 

atendidas en cualquiera de las unidades de salud de dichas institucio-

nes, sin importar su condición de afiliación (Freyermuth, Luna, 2014). 

En mayor o menor medida, todas estas acciones han permitido avanzar 

en la disminución de la mortalidad materna en México. 

Sin embargo, actualmente continúan existiendo importantes bre-

chas entre, por ejemplo, mujeres indígenas y no indígenas o aquellas 

que viven en municipios con menor índice de desarrollo humano y el 

resto. También se observan grandes deficiencias en aspectos como la 

atención de emergencia y la calidad de los servicios.
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A pesar de ello, los aciertos han repercutido en un decremento 

paulatino pero constante de la RMM. De tal manera que, mientras en 

1990 se observaba una razón de mortalidad materna de 88.7 muertes 

maternas por cada cien mil nacidos vivos, en 2015 se redujo a 34.6 (ver 

Gráfico 2).

Gráfico 2. Razón de Mortalidad Materna en México en el periodo de 1990 

a 2015
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Fuente: Elaboración propia, con información reportada por el Gobierno Federal e INEGI 

para los Objetivos de Desarrollo del Milenio (2016)

En lo que respecta a la Ciudad de México se observa que, desde el año 

2001, cuando se ubicó el pico más alto, ha habido un descenso en la 

RMM. Durante ese año se llegó a 76.7 muertes maternas por cien mil 

nacidos vivos mientras que en el 2015 descendió a 44.3 (ver Gráfico 3). 
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Gráfico 3. Razón de Mortalidad Materna en la Ciudad de México en el 

periodo de 1990 a 2015
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Fuente: Elaboración propia, con información de la Secretaría de Salud del Distrito Federal 

(2016) y reportada por el Gobierno Federal e INEGI para los Objetivos de Desarrollo del 

Milenio (2016)

La misma tendencia observada en la Ciudad de México se observa en 

otros estados que han tenido, inclusive, descensos más acelerados. Tal 

es el caso del Estado de México que pasó de una RMM de 112.7 a 30.9, 

Puebla de 123.1 a 32.3 y Veracruz 129.1 a 29.9 (en todos los casos se refiere 

a 1990 y 2015 respectivamente). Aunque en algunos de ellos dicho des-

censo comienza años antes, al igual que la Ciudad de México, es en la 

década del 2000 cuando el decrecimiento es constante (ver Gráfico 4).
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Gráfico 4. Comparación de la Razón de Mortalidad Materna en Ciudad 

de México, Estado de México, Puebla y Veracruz, durante el periodo de 

1990 a 2015
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Dichas disminuciones corresponden, por un lado, con las estrate-

gias emprendidas a nivel federal y por otro, con acciones de gobiernos 

estatales. Para el caso de la Ciudad de México es importante mencionar 

programas locales que se han implementado durante los últimos años 

tales como: Tu embarazo tiene ángel y Médico en tu casa, programas 

que han puesto especial énfasis en la atención a mujeres embaraza- 

das (Gobierno de la Ciudad de México, 2017). 

Es imprescindible mencionar otros servicios públicos como es el 

caso del Escuadrón de Rescate y Urgencias Médicas que atiende dentro 

de sus responsabilidades a mujeres en situación de parto. Esta Unidad, 

perteneciente a la Secretaría de Seguridad Pública capitalina, atendió 

a 4805 mujeres de marzo de 2007 a febrero de 2016 (Secretaría de 

Seguridad Pública 2016, 2015, 2014, 2013, 2012).

MORTALIDAD MATERNA Y ABORTO EN EL MUNDO

Algunos estudios han estimado que, dentro de las causas de mortali-

dad materna, el aborto a nivel mundial ocasiona poco menos del 8% 

de las muertes maternas, mientras que las hemorragias, hipertensión 

y sepsis ocasionan alrededor del 52% (Say et al., 2014). 

Es muy importante decir que en todo el mundo son especialmente 

difíciles de calcular las muertes relacionadas al aborto. En ocasiones 

esta dificultad es ocasionada por una mala clasificación o el subregis-

tro en la información. Esto ocurre tanto en países con legislaciones 

permisivas como en aquellos con legislaciones restrictivas al aborto 

(Say et al., 2014). A pesar de que existen, por parte de la OMS y diversas 

autoridades sanitarias nacionales, códigos específicos para el registro y 

clasificación (OMS, 2016b), con frecuencia las estadísticas al respecto no 

distinguen, por ejemplo, entre aborto inducido o espontáneo.

Por otro lado, en el contexto de debates sobre penalización o 

despenalización del aborto, es común aludir al impacto en la morta-

lidad materna, principalmente cuando se argumenta que la provisión 

de abortos por parte del Estado en entornos considerados “seguros” 

causará importantes disminuciones en esta problemática. Esta idea 
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parte del entendido que los abortos en entornos “inseguros” son un 

factor relevante para el incremento de la mortalidad por haber sido 

“mal practicados”. 

Lo cierto es que al día de hoy se continúa debatiendo sobre la des-

penalización del aborto como medida eficaz para la disminución de la 

mortalidad materna. Algunos informes establecen que los países con 

legislaciones restrictivas respecto al aborto tienen niveles considerable-

mente más altos de mortalidad materna (ONU, DAES, 2014). También reco-

nocen que existe una asociación positiva entre los niveles de desarrollo y 

la disponibilidad y calidad de los servicios de salud materna con la razón 

de mortalidad materna (RMM). Asimismo, establecen que los países de 

regiones en desarrollo tienden a tener sistemas de salud más débiles y 

coincidentemente también tienen leyes más restrictivas al aborto.

Por lo anterior, es imprescindible reconocer que existe una relación 

entre variables, pero muy distinto es afirmar que la despenalización sea  

una causa para la disminución de la mortalidad materna o que tal 

medida sea necesaria. Para ilustrar lo anterior se utilizan dos casos de 

países ampliamente estudiados: Chile e Irlanda. 

Como puede observarse (ver Gráfico 5) la RMM en Chile es mucho 

menor al promedio en Latinoamérica y también menor a la de países 

como México, Argentina, Brasil y Costa Rica. La mortalidad materna 

en Chile continúa disminuyendo, durante el 2015 la RMM se colocó en 

25 muertes maternas por cada cien mil nacidos vivos, la cual es más 

cercana a países desarrollados que a los países en desarrollo. A dife-

rencia de los países utilizados como referencia, Chile se ha distinguido 

por tener una de las legislaciones más restrictivas al aborto no sólo en 

Latinoamérica sino en el mundo.
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Gráfico 5. Razón de Mortalidad Materna en Latinoamérica y cinco países 

seleccionados, en el periodo de 1990 a 2015
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Fuente: Elaboración propia, con información de la OMS, UNICEF, UNFPA, World Bank Group 

y la División de Población de las Naciones Unidas (2015)

Por su parte, Irlanda es un país que, en el contexto internacional, y más 

aún en el europeo, es considerado como altamente restrictivo al abor-

to. Sin embargo, ha tenido una RMM menor a las 10 muertes maternas 

por cada cien mil nacidos vivos durante los últimos años. Dicha RMM se 

ha mantenido constante y es similar al promedio de la Unión Europea e 

inclusive, ligeramente menor a Reino Unido quien tiene una legislación 

permisiva (ver Gráfico 6). 
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Durante el 2013, Irlanda aprobó la llamada Protection of Life During 

Pregnancy Act 2013, que permitió la posibilidad de aborto cuando la 

vida de la mujer corre peligro, incluso cuando el riesgo no sea físico 

sino mental y exista la posibilidad de suicidio (2013). A tres años de 

esta medida, la ampliación de causales no ha impactado en la RMM 

(Maternal Death Enquiry Ireland, 2016).

Gráfico 6. Razón de Mortalidad Materna en la Unión Europea, Reino Uni-

do e Irlanda, en el periodo de 1990 a 2015
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Fuente: Elaboración propia, con información de OMS, UNICEF, UNFPA, World Bank Group, 

and the United Nations Population Division (2015)

Los casos anteriores demuestran que la despenalización del aborto 

en sí misma no es una condición para la disminución de la mortalidad 

materna. Es decir, los países pueden alcanzar bajos niveles de RMM y 

tener esquemas restrictivos al aborto.
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MORTALIDAD MATERNA Y ABORTO EN MÉXICO Y CIUDAD DE MÉXICO

A nivel nacional el aborto es la cuarta causa de mortalidad materna y la 

quinta, si se consideran las causas obstétricas indirectas (ver Tabla 2). El 

9.2% de las muertes maternas corresponde a esta causa, superadas por 

las muertes por las enfermedades hipertensivas del embarazo (20.5%), 

las hemorragias en el embarazo, parto o puerperio (14.3%) y otras com-

plicaciones principalmente del embarazo y parto (15.3%). 

Tabla 2. Principales causas de mortalidad materna en México (2014)

Causa 2014

Aborto 9.2%

Enfermedades hipertensivas del embarazo 20.5%

Hemorragia del embarazo, parto y puerperio 14.3%

Otras complicaciones principalmente del embarazo y parto 15.1%

Sepsis y otras infecciones puerperales 1.7%

Complicaciones venosas en el embarazo, parto y puerperio 0.9%

Otras complicaciones principalmente puerperales 5.7%

No especificada 0.3%

Causas obstétricas indirectas 32.1%

Fuente: Observatorio de Mortalidad Materna, citando a la Dirección General de Informa-

ción en Salud (DGIS) y la Secretaría de Salud (2016)

   Mortalidad materna en México

  Mortalidad materna en la Ciudad de México

Es necesario precisar, como ya se indicaba en el inciso anterior, que 

el porcentaje de causas por aborto se refiere tanto a abortos induci-

dos como espontáneos. Dicha precisión es imprescindible, sobre todo 

cuando esta causa se relaciona con otras variables como la despena-

lización del aborto pues se suele pensar que algún cambio legislativo 

podría influir significativamente en este porcentaje y, por tanto, en la 
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mortalidad materna. Lo cierto es que, como ha podido observarse en 

el caso de Chile e Irlanda, esta variable parece tener menor peso del 

que se piensa cuando el objetivo es la reducción de la RMM.

En lo que respecta a la Ciudad de México, el aborto como causa 

de mortalidad materna representa un porcentaje mayor que el nacio-

nal, con el 10.7% muertes maternas al año (ver Tabla 3) (Secretaría de 

Salud, 2017). Es decir, entre 7 y 8 mujeres. Aunque se reconoce que el 

porcentaje ha disminuido respecto al 2007 (Secretaría de Salud, 2008), 

cuando se despenalizó durante las primeras 12 semanas y se creó  

el programa de “Interrupción Legal del Embarazo”, se esperaba que di-

cho porcentaje a 10 años de las reformas tuviera que ser mucho menor 

e inclusive cercano a cero por hablarse ahora de abortos “seguros”. 

Tabla 3. Principales causas de mortalidad materna en la Ciudad de Mé-

xico (2014)

Causa 2014

Aborto 10.7%

Enfermedades hipertensivas del embarazo 16.07%

Hemorragia del embarazo, parto y puerperio 14.2%

Otras complicaciones principalmente del embarazo y parto 23.2%

Sepsis y otras infecciones puerperales 1.78%

Complicaciones venosas en embarazo, parto y puerperio 3.57%

Otras complicaciones principalmente puerperales 8.9%

Muerte obstétrica de causa no especificada -

Causas obstétricas indirectas 21.4%

Fuente: Observatorio de Mortalidad Materna, citando a la Dirección General de Informa-

ción en Salud (DGIS) y la Secretaría de Salud (2016)

   Mortalidad materna en la Ciudad de México

  Mortalidad materna en México
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Existen varias razones por las cuales, a diez años de la despenalización, 

existe tal porcentaje de muertes maternas por aborto. Una de ellas es 

que, aunque la Secretaría de Salud de la Ciudad de México reporta que 

hasta el 2014 sólo había ocurrido una muerte relacionada al Programa 

ILE (Secretaría de Salud de la Ciudad de México, 2014, 2014b), en los 

propios hospitales pertenecientes a esta Secretaría ocurren muertes 

por aborto más allá del Programa ILE. Del 2007 al 2014 ocurrieron nueve 

muertes maternas (Secretaría de Salud de la Ciudad de México, 2014, 

2014b), estas muertes pueden deberse, por ejemplo, a abortos espon-

táneos u otras causas ajenas a la penalización o despenalización.

Por otro lado, ya existen algunos estudios sobre la relación entre 

la despenalización del aborto y la mortalidad materna en la Ciudad de 

México. Sin embargo, sus resultados son contradictorios y se observa 

que requieren incorporar variables fundamentales (Koch et al., 2015; 

Clarke, Mühlard, 2016). Omiten el impacto en la disminución de la RMM 

de las estrategias y programas previamente mencionados, tanto na-

cionales como locales.

CONSIDERACIONES Y REFLEXIONES

Por lo anterior, puede concluirse que en México las defunciones ma-

ternas muestran un claro descenso durante las últimas décadas. Dicho 

descenso es debido tanto a los compromisos asumidos en el contexto 

internacional como a su materialización en políticas, estrategias y ac-

ciones nacionales y estatales. 

Dadas las evidencias de los casos expuestos (Chile e Irlanda, así 

como los Estados de Puebla, Veracruz y el Estado de México), no pue-

de sostenerse que la despenalización del aborto sea una estrategia 

necesaria para alcanzar una baja mortalidad materna. Con base en los 

datos obtenidos de la Ciudad de México y a la falta de consenso en  

los estudios, no se encuentran evidencias de que la despenalización del 

aborto pueda tener algún efecto significativo sobre la disminución de la  

mortalidad materna.
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INCIDENCIA DEL ABORTO EN LA CIUDAD DE MÉXICO

Desde el 2007, cuando entra en operación el programa “Interrupción 

Legal del Embarazo” (ILE), hasta marzo de 2017, se han llevado a cabo 

175,104 abortos en hospitales de la Secretaría de Salud de la Ciudad de 

México (Sistema de Información de Interrupción Legal del Embarazo, 

2017; Juárez, Singh, García, Díaz, 2009). La cifra récord de abortos ocu-

rrió en 2013 cuando se realizaron, 20,765 abortos. A partir de este año 

las cifras se han estabilizado; incluso han disminuido en los tres últimos 

años (ver Tabla 4).

Tabla 4. Abortos anuales en el programa “Interrupción Legal del Emba-

razo”

Año Cantidad de abortos

2007 4,799

2008 13,404

2009 16,475

2010 16,945

2011 20,319

2012 20,482

2013 20,765

2014 20,559

2015 18,851

2016 18,104

Fuente: Elaboración propia con información de la Secretaría de Salud de la Ciudad de 

México (2016b), Sistema de Información de Interrupción Legal del Embarazo (2016, 2017)

Sin embargo, no está claro el porqué de esta disminución. Hasta el 

momento no existen informes de parte de la autoridad que expliquen 
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este comportamiento. Se cree que estas son buenas noticias, pero 

existen razones para dudarlo. Una de estas razones es el amplio des-

conocimiento sobre la cantidad de abortos que se realizan fuera de los 

hospitales públicos en la Ciudad de México. 

Lamentablemente, ninguna autoridad local o federal recoge in-

formación alguna sobre abortos realizados en al ámbito privado. Se 

ignora cuántas mujeres abortan, qué procedimientos se les realizan, 

qué edades tienen, entre muchos otros datos que nos ayudarían a di-

mensionar la problemática. 

Algunas investigaciones previas a la puesta en marcha del progra-

ma ILE calculaban que en la Ciudad de México existían alrededor de  

165 mil abortos al año (Juárez, Singh, García, Díaz, 2009), lo cual con-

trasta enormemente con las cifras reportadas con dicho programa. La 

suposición lógica es que los abortos no realizados en hospitales públi-

cos, alrededor de 150 mil, se realizan en el ámbito privado. 

Ante la falta de información sobre clínicas y consultorios privados 

que realizan abortos en la Ciudad de México, se recurrió a indagar in-

formación sobre un caso en particular. Para tal efecto se ha estudiado 

a la organización Marie Stopes, que cuenta con nueve clínicas en esta 

ciudad. 

Marie Stopes International es una organización que tiene presencia 

en 37 países y una plantilla de 13 mil miembros. Durante 2015 realizó 3.4 

millones de abortos y tuvo ingresos por 266 millones de libras esterlinas 

que representan alrededor de $6 mil 118 millones de pesos. Durante 

el mismo año su filial en México ingresó 3 millones 110 mil libras, que 

representan alrededor de $71.5 millones de pesos (Marie Stopes Inter-

nacional, 2016, 2016b).8 

Marie Stopes realizó 24,985 abortos en 2013 (Marie Stopes Inter-

nacional, 2014), 51 mil en 2014 (Marie Stopes Internacional, 2015) y 22 

mil en 2015 (Marie Stopes Internacional, 2017), todos ellos en la Ciudad 

de México. Es decir, en todos los años referidos la cifra de abortos que 

realizan las clínicas Marie Stopes es muy superior a los llevados a cabo 

por todos los hospitales juntos de la Secretaría de Salud de esta ciudad.

8 Cálculo a tipo de cambio promedio de libra esterlina-peso mexicano durante 
2015. La cifra es expresada en libras esterlinas en el documento original.
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Tomado este caso, sólo a modo de ejemplo, es posible dimensio-

nar la verdadera incidencia del aborto, además de tener una aproxima-

ción al valor del mercado privado. Si el cálculo de las fuentes citadas 

previamente es correcto, la incidencia real del aborto en la Ciudad de  

México durante los últimos 10 años es cercana a los 1.5 millones  

de abortos.

Por lo anterior, la Ciudad de México tiene una tasa de aborto de 

54 abortos por cada mil mujeres en edad reproductiva, que es signi-

ficativamente mayor a la de ciudades de países desarrollados. Prácti-

camente duplica la de Nueva York (29.6) y cuadruplica la de Madrid 

(12.54) (ver Tabla 5).

Tabla 5. Tasa de aborto (número de abortos por cada mil mujeres en 

edad reproductiva) en Ciudad de México y otras ciudades seleccionadas9

Ciudad Tasa de aborto

Ciudad de México 54

París 14.5

Londres 21

Madrid 12.54

Oslo 16.0

Nueva York 29.6

Fuentes: Elaboración propia con información de Guttmacher Institute y Colegio de Méxi-

co (2013). Institut National D’Études Demographiques, Francia (2016). Gobierno de Reino 

Unido (2016). Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad (2016) Gobierno de 

Noruega (2016). Guttmacher Institute (2017)

9 Por disponibilidad de la información, los datos de París, Madrid, Londres y Oslo 
corresponden a los reportados durante el año 2015, el de Nueva York correspon-
de al año 2014 y el de la Ciudad de México al año 2013.
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CONSIDERACIONES Y REFLEXIONES

Por lo anterior, se concluye que hasta el momento se desconoce con 

exactitud la incidencia del aborto en la Ciudad de México, pues las ci-

fras que se informan en el programa ILE representan sólo una pequeña 

parte del total de abortos realizados en los últimos diez años. 

Se ha podido confirmar que una sola organización privada realiza 

más abortos que los que se llevan a cabo en todos los hospitales de la 

Secretaría de Salud del gobierno capitalino. 

Finalmente, de acuerdo a los cálculos realizados por investigacio-

nes previas, a la fecha se habrían realizado alrededor de 1.5 millones de 

abortos y no los poco más de 175 mil de los que la dependencia tiene 

conocimiento. Esta es la razón por la cual la tasa de aborto de la Ciudad 

de México es significativamente alta.

REINCIDENCIA DEL ABORTO EN LA CIUDAD DE MÉXICO

Del total de abortos realizados del 2007 a la fecha por el programa ILE, 

se sabe que el grupo de mayor incidencia es el que se encuentra entre 

los 18 y 24 años de edad. El 47.1% de los casos, es decir 82,473 abortos 

fueron realizados a dicho grupo. Por otro lado, a niñas y adolescentes 

de entre 11 y 18 años, correspondió el 5.6%. Esto es 1,226 abortos en 

aquellas con edades entre 11 y 14 años y 8,580 abortos en las de 15 y 17 

años (ver Tabla 6).

De todos los rangos de edad, se hace especial énfasis en los men-

cionados, pues la incidencia del aborto a edades tempranas es espe-

cialmente preocupante por diversos motivos: uno de ellos es la rein-

cidencia. Algunos estudios (Collier, 2009; McCall, et al., 2016) alertan 

sobre la alta probabilidad de reincidencia de mujeres que durante su 

niñez o adolescencia tienen historial de aborto. Se ha encontrado que 

tal probabilidad de reincidir, dependiendo de la edad específica del 

primer aborto, puede ser de alrededor del 70% para mujeres menores 

de 20 años. 
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Tabla 6. Abortos realizados en el programa “Interrupción Legal del Em-

barazo” según rango de edad de las gestantes del 2007 a marzo de 2017

Edad Porcentaje Total

11 - 14 años 0.7% 1,226

15 - 17 años 4.9% 8,580

18 - 24 años 47.1% 82,473

25 - 29 años 22.6% 39,573

30 - 34 años 13.5% 23,639

35 - 39 años 7.9% 13,833

40 - 44 años 2.9% 5,078

45 - 54 años 0.5% 875

Fuente: Sistema de Información de Interrupción Legal del Embarazo (2017)

De acuerdo a los datos de registro en el programa ILE, el 6.3% de mu-

jeres que han abortado lo han hecho dos o más veces (Secretaría de 

Salud de la Ciudad de México, 2016c). Esto representa más de 11 mil 

mujeres.10 

En este sentido, la literatura científica ha confirmado que todas 

las mujeres con aborto previo tienen un alto riesgo de repetir tanto 

un embarazo no esperado como un aborto (Toprani, 2015). Aún en 

países donde la tasa de aborto ha disminuido, la tasa de repetición 

sigue siendo elevada. Por tal motivo, se considera necesario que las 

autoridades de salud identifiquen factores de riesgo psicosocial y pro-

porcionen asistencia social con el fin de evitar la reincidencia (Leeners, 

Bieli, Huang, Tschudin, 2016). 

10 Dato calculado con el porcentaje de reincidencia y el número de abor-
tos reportado por la Secretaría de Salud de la Ciudad de México.
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Por otro lado, se considera que las dificultades económicas, la baja 

escolaridad, el no uso de métodos de planificación familiar, son tam-

bién importantes factores de reincidencia (McCall, et al., 2016; Maina, 

Mutua, Sidze, 2015). Algunos investigadores han documentado que la 

información exclusiva sobre métodos anticonceptivos y la provisión de 

los mismos tiene un efecto de corta duración para evitar embarazos no 

esperados, pero ningún método anticonceptivo parece reducir de for-

ma importante la reincidencia (Scunmann, Glassier, 2006). Asimismo, 

se ha observado que el uso de alcohol aumenta el riesgo, sin importar, 

en estos casos, variables como el nivel socioeconómico o el uso de 

anticonceptivos (Keenan, Grundy, Kenward, Leon, 2014).

Uno de los factores que se han asociado también con la reinciden-

cia ha sido una historia de abuso físico o sexual. Por tanto, explorar la 

reincidencia puede ser una indicación importante para detectar una 

historia actual o pasada de violencia y abuso en la relación (Fisher et 

al., 2005).

Se reconoce que el registro de reincidencia de abortos puede ser 

en ocasiones una labor difícil, particularmente cuando el registro se 

lleva a cabo en una clínica privada, pues la mayoría de mujeres no re-

porta el total de abortos que ha llevado a cabo. Es imprescindible que 

las autoridades sanitarias lleven un registro minucioso que permita de-

sarrollar estrategias para evitar este fenómeno. 

Finalmente, evitar la reincidencia se puede realizar a través de es-

trategias postaborto, pero inclusive puede plantearse como parte del 

proceso previo al aborto. Al respecto, la ley francesa es un referente 

(Ley N° 75-17, 1975).11 Establece que, ante la solicitud de aborto, el médico 

deberá informar a la mujer sobre los riesgos para ella y para embarazos 

futuros, así como proporcionar una guía actualizada que contenga, 

entre otros:

11 Enmendada por la Ley 79-1204, 1979.
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• Los derechos, ayudas y beneficios garantizados por la ley para 

las familias, las madres (solteras o no) y sus hijos, así como las 

posibilidades ante la adopción;

• Un listado de organizaciones que puedan ayudar moral o ma-

terialmente a la mujer; organizaciones que están acreditadas 

para realizar abortos; así como personas y asociaciones sus-

ceptibles de aportar ayuda moral y material a mujeres y parejas 

frente a los problemas del hogar.

La ley francesa establece que, tras consultar al médico, la mujer tiene 

que ir a un establecimiento de información que pueda emitir un cer-

tificado de consulta, para realizar una entrevista especial de asistencia 

y orientación apropiada a la situación y provea los medios necesarios 

para resolver sus problemas personales y sociales. 

En el fondo, lo que establece esta ley es el entendimiento de que 

el aborto está inmerso en medio de situaciones personales y familiares 

ante las cuales el Estado puede intervenir para evitar fenómenos como 

la reincidencia.

CONCLUSIONES

Desafortunadamente, el gobierno capitalino no ha generado a la fe-

cha ningún tipo de estrategia o programa focalizado en evitar la rein-

cidencia, más allá de la provisión de anticoncepción postaborto. Ante 

el crecimiento del número de mujeres que reinciden en la Ciudad de 

México, se alerta sobre la necesidad de generar respuestas dirigidas a 

estas mujeres. La omisión de este fenómeno puede esconder serias 

problemáticas detectadas por la literatura científica.







REFLEXIÓN FINAL

El aborto como problema  
no resuelto en México

A partir de la revisión histórica del aborto en nuestro país, se 

puede apreciar un profundo cambio cultural y social en los 

últimos veinticinco años, que sugiere dos tendencias: una 

dirigida hacia su despenalización progresiva, y otra que for-

talece la protección de la vida de los niños por nacer. 

Dichas tendencias son producto de movimientos y grupos enfren-

tados, de presiones ejercidas por organismos internacionales sobre las 

agendas legislativas, y de una serie de postulados y argumentos de 

carácter estrictamente ideológico que buscan incidir en la puesta en 

marcha de políticas públicas bajo un enfoque activista.

Tal y como se vio en los primeros apartados del presente informe, 

resulta evidente que durante los últimos años se han introducido de 

manera gradual dentro del sistema jurídico mexicano una serie de con-

ceptos con una visión sumamente limitada del fenómeno del aborto. 

Por ejemplo, cuando se intenta mostrar a los niños como una amenaza 

frente a la situación de vulnerabilidad de las mujeres; o bien, cuando 

se minimiza la realidad biológica del embrión en gestación frente a la 

importancia de la autonomía de la madre.

Paradójicamente, estos argumentos contrastan con la visión que 

algunos países desarrollados han adoptado respecto a la importancia 

de la niñez y la preservación de la vida humana como premisas fun-

damentales para el desarrollo de sus sociedades, en el entendido de 

que tanto los niños como las madres constituyen una unidad incues-

tionable y prioritaria, que debe ser atendida desde un enfoque integral 

y tomando como referente la más amplia tutela de sus prerrogativas 
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a la luz de los tratados y convenciones internacionales en materia de 

derechos humanos.

En el caso paradigmático que ha representado el modelo legislati-

vo y legal adoptado en la Ciudad de México desde 2007, las promesas 

a partir de las cuales se intentó legitimar el proceso de despenalización 

del aborto, anunciaban esta política pública como la medida idónea 

para acabar con la clandestinidad y reducir significativamente la mor-

talidad materna en la capital del país.

Sin embargo, diez años después de haberse aprobado las reformas 

que introdujeron esa posibilidad, lo que nos arroja el presente informe 

es un resultado que dista mucho de esos objetivos. Aún se desconocen 

las condiciones en las que se practican miles de abortos en el ámbito 

privado, al tiempo que no se ha demostrado la eficacia y pertinencia de 

esta política para la disminución de la mortalidad materna.

Sin duda, estamos ante una medida que no ha demostrado re-

solver la problemática social del aborto. Gobiernos y legislaturas de 

todo el país aún desconocen la gravedad del problema, y a la fecha 

no existe certeza ni se cuenta con los mecanismos institucionales ade-

cuados para medir e impactar de manera efectiva la incidencia de este 

fenómeno, principalmente entre las mujeres de escasos recursos y en 

situación de vulnerabilidad.

De acuerdo a los cálculos realizados por investigaciones académi-

cas, durante los últimos diez años se habrían realizado alrededor de 1.5 

millones de abortos y no los poco más de 175 mil que las autoridades 

sanitarias de la Ciudad de México tienen registrados.

El gobierno capitalino ha sido particularmente incapaz de generar 

una estrategia o programa de gobierno integral, progresivo y medible, 

para evitar que más mujeres lleguen a esta difícil situación. Por el con-

trario, ante el crecimiento del número de mujeres que reinciden en esta 

práctica, se alerta sobre la necesidad de generar un nuevo enfoque 

para la atención de esta problemática. 

La política pública de la llamada “Interrupción Legal del Embarazo” 

adoptada en la Ciudad de México, que abanderó “la libertad de las mu-

jeres para decidir sobre su maternidad”, no ha hecho más que reducir 

la autonomía de la mujer a una sola alternativa: el aborto.
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Se trata de un ejemplo claro de un Estado claudicante, en donde 

las autoridades gubernamentales se rehúsan a resolver los problemas 

sociales de fondo, privilegiando la adopción de políticas coyuntura-

les que buscan salir del paso con programas fallidos. Sin embargo, 

mientras estos dilemas son resueltos, miles de mujeres embarazadas 

continúan siendo, en la práctica, uno de los sectores más vulnerados, 

discriminados y desprotegidos del México del siglo XXI.
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